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“Yo sueño con el día que en este país no tengamos que tener una 

secretaría de la mujer, porque ya las brechas se cerraron, las brechas 

de desigualdad que hay entre hombres y mujeres. Yo sueño que ya las 

mujeres no van a ser maltratadas, que las niñas podrán jugar 

tranquila y llanamente en la calle y que su hogar sea lo que ellas 

consideran: ‘mi refugio’.” 

 

 

Patricia Yaneth Corcho Romero  

Secretaría de la Mujer, Medellín, Colombia 
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Introducción  

 
La violencia contra la mujer ocurre con gran frecuencia en la sociedad colombiana. A 

causa del pasado violento que conoce Colombia, se ha normalizado el uso de la violencia 

para obtener poder. No sólo en tiempos de guerra se presenta mucha violencia contra las 

mujeres, también en sus propios hogares muchas mujeres no están a salvo. Esta forma de 

violencia, es decir, violencia intrafamiliar, ocurre principalmente en la esfera privada. 

Durante años, no se hablaba sobre la violencia intrafamiliar y las mujeres no se atrevieran 

ir a las autoridades, por miedo de sus parejas, pero también por miedo de no ser tomado 

en serio. A causa de que este tipo de violencia ocurre en la esfera privada y que las mujeres 

no lo denuncian, otro problema relacionado con la violencia intrafamiliar es la alta tasa 

de impunidad, que alcanza al 96 por ciento en toda Colombia. Las mujeres no denuncian 

la violencia, por eso los autores no son perseguidos, que causa que las mujeres no sienten 

tomadas en serio. Eso es un circulo vicioso. Durante los años 60 y 70 del siglo XX, sin 

embargo, muchos movimientos de mujeres surgieron en todo el mundo para luchar 

contra la desigualdad entre hombres y mujeres y contra los problemas relacionados a esa 

desigualdad. También en Colombia nació una sociedad civil fuerte que se centra en 

abordar la violencia contra la mujer. 

 

En este trabajo el objetivo principal es investigar qué hacen la sociedad civil y las 

autoridades para ocuparse de la violencia intrafamiliar en Colombia y la alta impunidad 

relacionada con este problema. Por un lado, se analiza las estrategias más eficaces según 

las organizaciones feministas y las soluciones implementadas por ellos. Por otro lado, se 

analiza cómo la sociedad civil trabaja junta con las autoridades en su enfoque de la 

violencia intrafamiliar. Los objetivos secundarios son investigar qué factores son la causa 

de este tipo de violencia y qué factores permiten explicar el alto grado de impunidad. Lo 

que justifica esta investigación es la actualidad del debate sobre la violencia contra las 

mujeres, la intimidación y la desigualdad de género. En el año 2017, la campaña de 

#metoo parecía ser lo único sobre lo que hablaba la gente. En todo el mundo, cada 

periódico o programa de entrevistas discutió sobre este tema. Un punto en el que todos 

coincidieron es que todavía muchas mujeres son discriminadas, han sufrido abuso sexual 

o intimidación de algún tipo. En este mundo que está cambiando y desarrollando, es 

importante que también cambie la manera en que se trata a las mujeres y se debe crear 

más igualdad entre los hombres y las mujeres. En comparación con el pasado, muchas 

sociedades han avanzado en el respeto por la mujer y en el reconocimiento de una 

igualdad entre hombres y mujeres. Sin embargo, la realidad parece no cambiarse por la 

repetida violencia contra la mujer. Según cifras de la Organización Mundial de la Salud, 

Colombia está en el top 3 de los países en América Latina con el índice más alto de la 

violencia de género. Por esta razón se realizó esta investigación en Colombia. 
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Considerando lo anterior, es importante identificar los problemas acerca de la violencia 

intrafamiliar y la violencia de género. La presente tesis analiza qué es la violencia 

intrafamiliar contra la mujer y qué es la impunidad relacionada con este tipo de violencia, 

cómo se ha establecido la sociedad civil y qué hacen la sociedad civil y las autoridades 

para ocuparse de este problema. La pregunta principal de esta investigación que procede 

de eso es: ¿Qué hacen la sociedad civil y las autoridades para ocuparse de la violencia 

intrafamiliar en Colombia y la alta impunidad relacionada con este problema? El período 

que es relevante para esta investigación es desde los años 60 del siglo XX hasta ahora. 

 

La hipótesis central de la que se parte es que, el estado colombiano ha implementado 

diferentes leyes y políticas para ocuparse tanto de la violencia contra la mujer como la 

alta impunidad acerca de la violencia, por lo cual el papel de la sociedad civil es controlar 

si el estado cumple esas leyes y políticas, y aconsejar el estado para mejorar sus políticas.  

La metodología usada en esta investigación consta de una combinación de trabajo de 

campo en Colombia y análisis de la literatura académica. El trabajo de campo fue realizado 

en Medellín entre los meses de junio y agosto de 2018. Para este trabajo se entrevistó a 

expertas en derechos humanos y violencia intrafamiliar, tanto de organizaciones civiles 

como organizaciones gubernamentales.  

 

La tesis se divide en tres capítulos. En el primer capítulo se presenta el marco teórico, que 

discute los conceptos principales del tema: la violencia intrafamiliar, la impunidad y la 

sociedad civil. Estos conceptos forman la base para analizar la violencia intrafamiliar 

contra la mujer en Colombia. El segundo capítulo abarca el contexto histórico, que incluye 

la prevalencia de la violencia intrafamiliar en América Latina y en especial en Colombia, 

una explicación de la alta impunidad acerca de la violencia intrafamiliar y cómo surgió 

una sociedad civil fuerte en la región. El tercer capítulo incluye una evaluación de las 

estrategias más eficaces según las expertas entrevistadas, las soluciones implementadas 

por la sociedad civil y las autoridades de Colombia y cómo la sociedad civil y las 

autoridades colombianas operan juntos. Además, se explica cuáles son los avances y 

retrocesos de la sociedad civil en el tema de la violencia intrafamiliar contra la mujer. Los 

resultados de esta investigación serán expuestos en la conclusión del presente trabajo, 

junto con una respuesta a la pregunta principal y la verificación de la hipótesis. 
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Capítulo 1 

Violencia intrafamiliar, impunidad y la sociedad civil 

La violencia intrafamiliar es un problema universal. Aunque los antropólogos están 

familiarizados con sociedades donde este fenómeno no existe, prevalece en todos los 

países del mundo (Krzewina, 2010). Puede tener consecuencias más graves que sólo daño 

físico, es decir, erosionando la energía y la autoestima de la víctima. Efectos traumáticos 

pueden afectar tanto a las víctimas como a los testigos, que son principalmente niños. Muy 

a menudo actos violentos, que en cualquier otro entorno serían duramente castigados, no 

son castigados porque ocurren dentro de una esfera privada (Gelles, 1994). Por eso fue 

considerada como un asunto privado entre dos adultos, pero la violencia intrafamiliar 

llegó a ser reconocida como un problema sociocultural complejo, aludiendo al 

entrelazamiento de factores personales, socioeconómicos y culturales que contribuyen a 

la violencia intrafamiliar (Gulliver y Fanslow, 2016). El primer paso a la comprensión de 

la violencia intrafamiliar es especificar su definición. Es un concepto muy amplio que se 

puede malinterpretar fácilmente. La definición de la violencia intrafamiliar es muy 

flexible entre los investigadores y está cambiando a través del tiempo (Muehlenhard y 

Kimes, 1999). Activistas sociales y académicos en muchas disciplinas continúan a 

desarrollar entendimientos sobre la violencia intrafamiliar. En la primera parte de este 

capítulo, se explica qué es la violencia intrafamiliar y se trata algunas teorías que pueden 

explicar por qué ocurre este tipo de violencia. En la segunda parte se explica qué es la 

impunidad y por qué este problema es tan grande en respecto con la violencia 

intrafamiliar. En la tercera y última parte se da una explicación de la sociedad civil y su 

papel en la violencia intrafamiliar. 

1.1. Violencia intrafamiliar contra la mujer, una forma de violencia de género  

Violencia de género y violencia contra la mujer son términos que a menudo se usan 

indistintamente, porque la mayoría de los casos de violencia de género está infligida por 

los hombres a las mujeres y las niñas. Violencia de género se refiere a cualquier tipo de 

violencia contra una persona basada en el género, sea hombre o mujer. Sin embargo, la 

mayoría de la violencia de género en el mundo es perpetrada contra la mujer (Maqueda, 

2006; Peris, 2009). Violencia de género se relaciona con el desequilibrio de poder entre 

hombres y mujeres que está presente, en mayor o menor medida, en todas las sociedades. 

Fue reconocido como un problema de derechos humanos de la ONU hace relativamente 

pocos años. Su prevalencia es difícil de determinar, pero probablemente afecta a menos 

de un tercio de las mujeres alguna vez en su vida (UN, 2006). 

 

Formas de violencia de género incluyen la violencia doméstica o violencia de pareja. Esto 

ocurre dentro de las familias o entre parejas o exparejas y puede incluir abuso físico, 

psicológico y sexual, así como varios comportamientos controladores. Otra forma de 

violencia de género es la violencia institucional contra las mujeres. Refiere a la violencia 

que es sancionada implícitamente o explícitamente por los gobiernos y las 
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administraciones públicas en sus organizaciones, sistemas y procedimientos. El tráfico de 

mujeres también forma parte de la violencia de género. Incluye el reclutamiento, el 

transporte y las prácticas de trabajo o de la esclavitud. Además, la violencia sexual refiere 

a cualquier acto, acoso o práctica sexual, dirigida contra una mujer usando la coerción, 

por cualquier persona independientemente de su relación con la víctima, en cualquier 

contexto. La última forma de la violencia de género es el feminicidio. Es el intento de 

asesinato o asesinato real de una mujer por la única razón de ser mujer (UN, 2006; OMS, 

2013; Watts and Zimmerman, 2002). 

 

En esta tesis, sin embargo, se centra sólo en la primera forma de violencia de género, es 

decir, violencia doméstica o violencia de pareja, también conocida como violencia 

intrafamiliar. Para esta tesis, el concepto de violencia de género se refiere exclusivamente 

a los actos de violencia contra las mujeres. 

 

Violencia doméstica ocurre cuando una persona es víctima de violencia dentro su primer 

círculo; esto incluye (ex)parejas, miembros de la familia o amigos de la casa. El término 

doméstica aquí se refiere a la relación personal entre víctima y agresor y no al lugar donde 

ocurre la violencia (van Dijk, van Veen y Cox, 2010). La violencia intrafamiliar abarca una 

variedad de comportamientos en las relaciones íntimas entre adultos. Según la 

Organización Mundial de Salud (OMS) la violencia intrafamiliar incluye los actos de 

agresión física como golpes o patadas, los actos sexuales forzadas y otras formas de 

coerción sexual, abuso psicológico como la intimidación y la humillación, y control de 

conducta tales como aislamiento de una persona de su familia y amigos, y restringir el 

acceso a la información y asistencia, todo entre las relaciones íntimas entre adultos (OMS, 

2013). Verwijs y Lünnemann (2012) describen la violencia intrafamiliar en la misma 

manera como el OMS. Dicen que la violencia física puede variar de un empujón ligero hasta 

muy grave abuso físico, que a veces sea fatal. Con la violencia psicológica se refiere al 

comportamiento ofensivo y degradante. A menudo es verbal, por ejemplo, en forma de 

amenazas, pero también puede ser la abstinencia de afección o el aislamiento social de la 

víctima para que sienta más sola y dependiente (Verwijs y Lünnemann, 2012). La 

violencia sexual trata de los actos sexuales contra la voluntad, o incluso el forzamiento de 

esto (Capaldi et al., 2012). Para esta tesis, la violencia intrafamiliar se define como 

comportamiento abusivo por el (ex)pareja a la víctima. Junto a la fuerza física, todas las 

formas de comportamiento abusivo, amenazante y controlado, que causan daño 

psicológico, sexual o físico, están incluidos en la definición. 

 

Aunque varias formas de la violencia intrafamiliar a menudo ocurren al mismo tiempo, 

hay estudios que demuestran que las diferentes formas tienen diferentes causas y efectos. 

En cuanto al impacto de la violencia intrafamiliar parece ser más grave y más duradero 

de la violencia psicológica que de violencia física, especialmente para el bienestar 

emocional de las personas afectadas (Renner & Boel-Studt, 2013). En el próximo 

parágrafo, se explica las causas y los efectos de la violencia intrafamiliar según diferentes 

teorías.  
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1.1.1. La violencia intrafamiliar explicada por diferentes teorías 

 

Hay muchas diversas teorías que pueden explicar las causas de la violencia intrafamiliar. 

En esta tesis se explica y usa las teorías que mejor ajusten al tema, es decir, la teoría de 

los recursos, la teoría del control social y la perspectiva patriarcal.  

 

La Teoría de los Recursos 

La Teoría de los Recursos de Blood y Wolfe (1960) indica que el poder de decisiones en 

las relaciones familiares en gran medida depende del valor de los recursos que cada 

persona trae a la relación. Según esta teoría, el grado de la violencia en las familias 

depende de la distribución de los recursos como la base para el poder. Se dice que estos 

recursos están relacionados a las clases. Los recursos pueden ser materiales e 

inmateriales. Ejemplos de recursos materiales son ingresos, el acceso a redes comerciales 

y el capital familiar. Recursos inmateriales pertenecen al capital social tales como 

contactos políticos y lazos familiares. La violencia es vista, en esta teoría, como el medio 

principal de ejercer poder. Goode (1971), ha elaborado la teoría de Blood y Wolfe por 

aplicando las ideas centrales en el fenómeno de la violencia intrafamiliar. Goode (1971) 

sostiene que la familia es un sistema de poder, como cualquier sistema social. Según él, 

los hombres de clase baja tienen menos acceso a recursos externos en comparación a los 

hombres de las clases altas. Con estos recursos se refiere al dinero, respeto social y la 

habilidad para establecer una posición dominante en los conflictos sin usar violencia. En 

la posición dominante, Goode reconoce un componente ideológico, en el que los hombres 

obtienen una posición superior. Los hombres persiguen esta posición con respecto a su 

pareja. Porque los hombres de la clase baja tienen relativamente limitado acceso a los 

recursos legítimas, más a menudo usarían coerción y violencia para mantener el 

equilibrio de poder en comparación con los hombres de las clases superiores. Goode 

sostiene que las personas con acceso a más recursos tienen menos motivos para usar 

violencia o coerción (Römkens, 1992). 

 

Aunque a menudo se asume que la violencia intrafamiliar ignora las fronteras 

socioeconómicas, resulta en diferentes estudios que la violencia intrafamiliar ocurre más 

frecuente entre la clase baja y grupos de menores ingresos (Meier, 1997; Zawitz, 1994). 

Bachman y Saltzman (1995) afirman, con evidencia de los datos longitudinales de la 

Encuesta Nacional de Victimización del Crimen, que cuando el ingreso disminuye, la 

prevalencia de la violencia intrafamiliar aumenta, lo que corresponde a la Teoría de los 

Recursos 

 

La Teoría del Control Social 

Gelles (1983) creó una teoría derivada de la Exchange Theory de Blau (1964) y la Social 

Control Theory de Hirschi (1969), que se centró en la delincuencia en general. La Exchange 

Theory de Blau parte de la idea que un autor utiliza violencia si los costos son bajos y no 

compensan los beneficios. Ejemplos de estos costos son persecución o desaprobación 

social (Blau, 1964). Las políticas públicas adecuadas contra la violencia intrafamiliar que 
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se realizan estrictamente también pueden aumentar los costos. Gelles (1983) concluye 

que las personas abusan a otras porque tienen la oportunidad; la falta de control social 

crea un contexto social en lo que los autores pueden maltratar a su esposa sin castigo 

(Blau, 1964). Control social en relación con la violencia intrafamiliar puede interpretarse 

como la proximidad y el apoyo de los miembros de la familia y el entorno social. Si hay 

menos aislamiento y soledad de la víctima, por el contacto con otras personas, hay más 

control social (Gelles, 1983). Por ejemplo, por el apoyo y la implicación de vecinos o 

parientes, se puede resistirse mejor contra la violencia o buscando ayuda será más fácil. 

Además, la respuesta de las autoridades es importante en el caso de control social. Una 

respuesta débil del estado significa menos control social y entonces más violencia. 

También vale por las sociedades individualistas. Si las personas tienen lazos débiles, hay 

menos control social y se produce más violencia intrafamiliar (Gelles, 1983). 

 

La Perspectiva Patriarcal 

En la década de 1970 cogió en la marcha un movimiento global de mujeres, con el cual la 

relación entre los sexos fue vista como una relación de poder desigual, con intereses 

conflictivos (Hasselt et al., 1988). El problema de la violencia contra la mujer, incluida la 

violencia intrafamiliar, consiguió atención y una posición prominente en el pensamiento 

sobre la relación entre los sexos. La violencia intrafamiliar fue considerada desde la 

Perspectiva Patriarcal como una última forma de desigualdad entre hombres y mujeres 

(Martin, 1976; Römkens, 1992). El punto de partida de la investigación correspondiente 

sobre el problema de la violencia contra las mujeres es que culturalmente e 

históricamente, los hombres recibieron una posición de poder dominante y superior 

(Martin, 1976; Hasselt et al., 1988; Römkens, 1992). Según la Perspectiva Patriarcal en las 

relaciones de poder entre hombres y mujeres, la violencia está entrelazada (Hasselt et al., 

1988). Como indicadores de las relaciones de poder se usa principalmente las estructuras 

de poder socioeconómicas que expresan una división de género en el trabajo. Así 

funcionan en su mayoría mujeres en trabajo impagado, como el cuidado de la familia, lo 

que es socialmente inferior al empleo remunerado fuera de casa hecho por los hombres.  

Por el lado de las normas y actitudes ideológicas en el matrimonio, los hombres conceden 

una posición como jefe de la familia, en la que la mujer es subordinada a los deseos y las 

necesidades de su marido (Martin, 1976). Los hombres tienen, según la Perspectiva 

Patriarcal, generalmente más acceso a recursos socioeconómicos de poder y las mujeres 

son más dependientes del entorno social directo. Esto conduce a la dependencia 

emocional de las esposas y sus hijos (Hasselt et al., 1988; Römkens, 1992). Se puede 

argumentar que, según la Perspectiva Patriarcal, se espera que hay más violencia 

intrafamiliar en las sociedades donde los hombres tienen más estatus y poder que las 

mujeres. 

 

Los elementos más importantes de las teorías descritos antes son desigualdad 

socioeconómica, desigualdad de género y una sociedad individual con poco control social. 

Todos estos elementos son aplicables a la sociedad colombiana y por eso se usa todas las 

teorías descritos para el análisis de esta tesis.  
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1.2. La impunidad en relación con la violencia intrafamiliar  

La impunidad es un gran problema con respecto a la violencia intrafamiliar. Impunidad 

significa libertad de castigo por algo que se ha hecho lo que es incorrecto o ilegal. Muchos 

hombres no son sancionados o procesados por el daño infligido a sus parejas. En este 

párrafo se explica las diversas razones por qué la impunidad es tan alta en el ámbito de la 

violencia intrafamiliar, y por qué las mujeres no denuncian el abuso por parte de sus 

parejas. 

 

La impunidad sigue siendo un problema grave en la lucha contra la violencia intrafamiliar. 

Fallas fundamentales de los sistemas de justicia persisten en la respuesta a la violencia. A 

pesar de un marco jurídico global, dirigido a mejorar las respuestas a la violencia 

intrafamiliar y el compromiso genuino de varios funcionarios de policía y de justicia, los 

sistemas judiciales fallan en muchos puntos de la trayectoria cómo se manejan los casos 

de violencia intrafamiliar desde el momento del abuso hacia adelante. El numero de casos 

denunciados de la violencia intrafamiliar está muy por debajo de la realidad. Muchas 

víctimas no denuncian incidentes de violencia intrafamiliar porque sus percepciones de 

que la policía no quiere o no puede actuar en su nombre (Felson et al., 2002). La 

desconfianza en la policía no es lo mismo que la impunidad, pero sí la fomenta. Un estudio 

de Gover, Pudrzynska y Dodge (2011) muestra que cuando una mujer llama a la policía, 

enfrenta considerables obstáculos ante que se examine su caso. En algunos casos, la 

policía ni siquiera responde a las llamadas debido a la falta de personal. Otras mujeres son 

rechazadas en las comisarías. Esto causa que las mujeres a menudo no denuncian los 

abusos. No se sienten tomados en serio o piensan que no hará ninguna diferencia. Otras 

razones por no denunciar el abuso son la presión familiar para mantener una relación, 

miedo de estigmatización, miedo a perder el apoyo financiero de su pareja para los niños, 

o la creencia que la denuncia a la policía causa que el abusador hará amenazas (Felson et 

al., 2002). Incluso cuando las mujeres sí se reúnan el coraje de contactar las autoridades, 

la respuesta a menudo es deficiente. La falta de respuesta a la violencia intrafamiliar causa 

que las mujeres no denuncian los abusos, pero no denunciar el abuso intrafamiliar, 

también provoca que los autores no son castigados por sus crímenes y entonces fomenta 

la impunidad. Por eso sigue siendo un problema grande. 

Es importante dar prioridad a castigar la violencia intrafamiliar, porque casi nunca es un 

evento de una sola vez, y sin una intervención eficaz, típicamente aumenta en frecuencia 

y severidad con el tiempo (Browne, 2008). Un patrón de violencia creciente tiene un 

precio profundo para las mujeres, tanto física como psicológicamente (McFarlane, 1989). 

Además, los niños que presencian violencia entre sus padres corren el riesgo de daño 

físico, ya sea accidentalmente, o – particularmente con los muchachos adolescentes – al 

tratar de intervenir para proteger a sus madres (Jaffe, Wolfe y Wilson, 1990). Los niños 

que son criados viendo un padre abusar el otro, tienden a hacer lo mismo en relaciones 

futuras; los niños que presencian violencia contra sus madres son diez veces más 

probabilidades para golpear parejas femeninas cuando alcanzan la edad adulta. Las niñas 
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exhiben un patrón similar de convertirse en víctimas de violencia doméstica, como sus 

madres (Cahn, 1991). Si no se ocupa de este problema en la manera adecuada, como 

castigar a los autores, la violencia intrafamiliar sigue siendo un problema muy grave, 

porque las personas que experimentan este tipo de violencia piensan que es algo normal 

y pueden salir bien de sus actos en una manera de que no son castigados. 

La doctrine of couverture, que fusiona la identidad legal de una mujer casada con la de su 

esposo, indica que la teoría política y económica refuerza la estructura teológicamente 

ordenada de la familia (Marcus, 1994). Aunque esta doctrina fue totalmente erradicada 

en la mayoría de las culturas occidentales a finales del siglo XX, leyes similares son todavía 

vigentes en muchos países en que las mujeres casadas se consideran como no tener 

identidad propia, aparte de su papel como esposa y madre. Según Martin (1976) en 

muchas culturas el hombre es el jefe de la familia a causa de normas y actitudes 

ideológicas, en la que la mujer es subordinada a los deseos y las necesidades de su marido.  

Él puede decidir cómo tratar a su esposa y por eso en muchas sociedades, no se considera 

la violencia intrafamiliar como un problema grave. Según Perilla (1999) es visto como un 

suceso individual e inusual que tiene lugar en la esfera privada, en lugar de una práctica 

culturalmente sancionada y sistemática, utilizado para silenciar y coaccionar una gran 

parte de la población. Marcus (1994) cree que es importante eliminar el análisis de la 

violencia intrafamiliar de la esfera privada y en el contexto cultural en la esfera universal 

de los derechos humanos. De esta manera, los derechos universales invalidan normas y 

valores específicos de la cultura, proporcionando recursos para mujeres maltratadas en 

todo el mundo. En ningún otro ámbito el efecto de la practica de los derechos humanos en 

la división del público y privado es más evidente que en el caso de la violencia 

intrafamiliar, lo que sucede en “el privado”. Estados desestiman crímenes flagrantes y 

frecuentes, incluyendo asesinato, violación y abuso físico de la mujer en su casa, como 

cuestiones privadas, familiares, de que habitualmente no toman ninguna acción (Thomas 

& Beasley, 1993). Igual que la desconfianza en la policía, los eventos que ocurren en “el 

privado” no significan impunidad, sino sí la estimulan si las autoridades no toman acción.  

Según Villar-Gaviria (1990), desde los finales del siglo XX, la violencia intrafamiliar fue 

considerada como un problema social pero también dice que el control y la fuerza hacia 

una mujer aún están a la disposición de un hombre para ser utilizado con impunidad la 

mayoría de las veces. Hasta las finales de la década 1970, el abuso de las mujeres, 

particularmente por parejas masculinas, fue condonado socialmente (e incluso legitimado 

por la ausencia de leyes contra abuso y violación conyugal) como una forma aceptable 

para los hombres de disciplinar a sus esposas. Después décadas de esfuerzos feministas, 

el “abuso contra la esposa” fue reconocido como un problema social significativo y las 

mujeres sometidas a este tipo de violencia fueron identificadas como legítimas víctimas 

(Loseke, 1992). Verwijs y Lünnemann (2012) dicen que, por la dependencia mutual y un 

sentimiento de lealtad fuerte entre las relaciones íntimas, es difícil romper la violencia 

que ocurre dentro de estas relaciones. Pero Marcus (1994) sostiene que el paso más 

importante en la lucha contra la violencia intrafamiliar es romper el silencio.  
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Como dicho antes, la violencia intrafamiliar generalmente se ha entendido como un 

asunto "privado" en que los gobiernos no deben interferir y para que ellos no son 

responsables, pero hoy en día se está aceptando la eliminación del abuso intrafamiliar 

como una meta fundamental, y más países están desarrollando leyes y políticas para 

luchar contra la violencia intrafamiliar y la impunidad relacionada a esto (World Bank 

Group, 2018).  

Aún siglos de fuerte oposición a – o profunda ambivalencia sobre – la intervención del 

estado en casos de violencia intrafamiliar ha socavado mucho cualquier respuesta 

significativa del gobierno (Epstein, 1999). Es sólo durante los últimos años que la 

violencia intrafamiliar es cada vez más reconocida como un problema crítico de salud 

pública y como una grave violación de los derechos humanos fundamentales en los 

tratados internacionales por organizaciones como la Organización Panamericana de la 

Salud y la Comisión Interamericana de Mujeres de la Organización de los Estados 

Americanos. La percepción de que es inaceptable, y la voluntad política para reformas 

efectivas han incrementado, dando como resultado mejoras sustanciales en el ámbito 

legislativo. Muchos países han implementado leyes civiles diseñadas para proteger a 

víctimas de violencia intrafamiliar (World Bank Group, 2018). Epstein (1999) dice que, 

en contraste con el notable progreso realizado por los legisladores, los responsables de 

aplicar y ejecutar la ley - fiscales, jueces y el sistema judicial - han quedado a la zaga. 

Durante mucho tiempo ha sido práctica común para la policía a negar a detener los 

autores, para fiscales a declinar a presionar cargas y para los jueces a ser reacios a emitir 

órdenes de protección civil o imponer penas significativas en abusadores. En general, la 

respuesta del sistema a la violencia intrafamiliar ha sido insensible y orientada hacia el 

incumplimiento, que sólo conserva la impunidad. Una ley sólo es tan buena cuando el 

sistema cumple sus promesas, y el fracaso de los jueces y las instituciones relacionadas 

con el progreso legislativo ha tenido un grave impacto negativo sobre los esfuerzos para 

combatir la violencia intrafamiliar (Epstein, 1999). 

1.3. El papel de la sociedad civil en la prevención de la violencia intrafamiliar  

La sociedad civil es una esfera de acción voluntaria que es distinta de la esfera estatal, 

política, privada y económica. Consiste en un conjunto amplio y diverso de organizaciones 

voluntarias, orientados hacia intereses específicos, que no son puramente impulsadas por 

intereses privados o económicos. Además, se organizan autónomamente e interactúan en 

la esfera pública. Así, la sociedad civil es independiente del estado y la esfera política, pero 

se orienta hacia e interactúa estrechamente con ellos (Paffenholz y Spurk 2006). 

Como se ha tratado en la segunda parte de este capítulo, el enfoque de ocuparse del 

problema de la violencia intrafamiliar aún es insuficiente. Las mujeres no se sienten 

tomadas en serio y el gobierno no cumple las leyes. Asimismo, por esta razón, nació una 

sociedad civil fuerte que se ha comprometido con los derechos de las mujeres, la 

seguridad y la lucha por la igualdad de género y contra la violencia intrafamiliar. 
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Como mencionado, la violencia intrafamiliar es considerada como un asunto privado 

tanto en países desarrollados como en los países en desarrollo. Por mucho tiempo no fue 

probable que las mujeres protestaron contra este tipo de violencia en aras del orgullo de 

su familia. Pero las cosas han cambiado. Las feministas en las décadas 1960 y 1970 

comenzaron a centrarse en el papel de la violencia en las relaciones para entender por 

qué en todas partes las mujeres son subordinadas a los hombres. Vieron la violencia como 

un medio por el cual los hombres establecen poder y control sobre las mujeres. Cuando 

instituciones sociales importantes como la ley no la toman en serio, la violencia es 

excusada y normalizada. Mujeres pensaron que era tiempo de que la violencia contra la 

mujer fue puesta en la agenda pública y entonces, durante la década de 1970 y 1980, los 

movimientos nacionales y locales en contra de la violencia de género surgieron en muchas 

partes del mundo, a menudo influenciando entre sí en formas significativas (Merry, 2011). 

Fue debido al nacimiento de los movimientos sociales de estas mujeres, que el papel de la 

sociedad civil se convirtió en más importante en la lucha contra la violencia de género y 

intrafamiliar y en poniendo este problema en la agenda política en todo el mundo. En 

muchos países del mundo, un número de prácticas prometedoras para prevenir o 

responder a la violencia contra la mujer ha sido desarrollado por los estados, las 

organizaciones no gubernamentales y organizaciones de la sociedad civil. Estos incluyen: 

promulgar políticas y leyes claras; establecer mecanismos fuertes de ejecución; 

contratación de personal efectivo y bien formado; y involucrar muchas partes del 

gobierno y la comunidad (WHO, 2012).  

 

Los movimientos sociales forman parte de la sociedad civil, se centran en el cambio dentro 

de esa sociedad. Representan un descontento sobre la situación actual y agiten para un 

proyecto privado y para sus ideas sobre cómo temas sociales son tratados y resueltos 

mejor.  La sociedad civil en su conjunto puede entenderse como el espacio político que 

existe entre el individuo y el gobierno. La sociedad civil es un campo paralelo a, pero 

separado del estado y el mercado, en el que los ciudadanos libremente agrupan según sus 

propios intereses. Abarca un sector voluntariado y por iniciativa de las personas 

asociadas formalmente que persiguen fines sin ánimo de lucro. La sociedad civil incluye 

organizaciones no gubernamentales, organizaciones populares, grupos de los derechos 

humanos, asociaciones de mujeres, clubes juveniles, los medios de comunicaciones, 

grupos religiosos, instituciones académicas, movimientos sociales y las organizaciones 

indígenas (Barnes et al., 2008; Brysk, 2000). La sociedad civil representa a diversos 

componentes dentro de una población, proporciona conocimientos técnicos a las 

autoridades y las instituciones gubernamentales y proporciona un espacio para el 

establecimiento de algunas relaciones entre redes y la interacción social (Caparini, 2004).  

La participación de la sociedad civil, en particular organizaciones feministas, en el 

desarrollo de las políticas de seguridad para la violencia intrafamiliar y la supervisión de 

las estructuras, políticas y prácticas de las instituciones de seguridad, es un elemento 

crítico de responsabilidad del sector y puede garantizar que las diversas perspectivas y 

necesidades de seguridad de diferentes grupos dentro de la población están consideradas 
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en planificar y desarrollar las medidas de seguridad nacionales y locales. También la 

sociedad civil tiene un papel en contribuir al fortalecimiento de la propiedad local de los 

procesos de reforma del sector de seguridad y en abogar por mayor acción para eliminar 

la violencia contra las mujeres y las niñas (Barnes et al., 2008). 

La sociedad civil y las organizaciones feministas en particular han dado grandes 

contribuciones a la inclusión de la violencia intrafamiliar en la agenda pública, tanto en 

términos de prevención y atención a las víctimas. Sus esfuerzos han jugado un papel 

importante en la política de salud pública, dirigida a las víctimas de violencia intrafamiliar. 

Han llamado atención a la innecesaria carga física y emocional que genera la violencia en 

todas sus formas entre las mujeres en todas las sociedades, incluida la violencia física, 

sexual, emocional y económica. El trabajo de la sociedad civil ha sido sensibilizar a 

diferentes sectores de la sociedad, como académicos y medios de comunicación, para 

reconocer la violencia como un problema cotidiano que afecta a una proporción 

significativa a mujeres en todas las sociedades (Barnes et al., 2008). Además, la sociedad 

civil ha sido capaz de identificar la violencia contra las mujeres como un tema de los 

derechos humanos, para que los estados tienen la obligación de manejar. Por el 

reconocimiento internacional como un problema de derechos humanos, leyes y políticas 

han desarrollado para manejar este problema. Esto ha resultado en campañas de 

sensibilización para eliminar y prevenir la violencia contra las mujeres como una 

prioridad mundial. Debido a los esfuerzos de la sociedad civil, instituciones de gobierno 

han implementado servicios sociales, judiciales y de salud para víctimas de violencia 

intrafamiliar, y también comenzaron a investigar la frecuencia del problema, el impacto 

de la violencia en la salud de las mujeres y sus hijos y los costos económicos que afectan 

a toda la sociedad. Entonces, la sociedad civil ha desempeñado un papel importante en el 

establecimiento de campañas de prevención dirigidas a cambiar las relaciones de género, 

para prevenir la enfermedad e infelicidad que este fenómeno genera sobre las mujeres 

(Schiavon, Troncoso y Billings, 2007) 

Mientras que el tema de la violencia contra las mujeres ha ganado reconocimiento en la 

agenda mundial, las medidas preventivas son un desafío para la sociedad civil organizada, 

porque necesitan combatir las desigualdades estructurales, en especial aquellas que 

afectan en forma desproporcionada a las mujeres, para afrontar el problema de la 

violencia intrafamiliar de la manera correcta (Schiavon, Troncoso y Billings, 2007). En 

conclusión, la sociedad civil es importante para una sociedad democrática que persigue 

activamente la creación de los derechos humanos para todos. Entonces, los gobiernos 

deberían dar a esta sociedad todas las libertades y proporcionar las posibilidades de 

desarrollar. En América Latina existe una sociedad civil grande que aborda el problema 

de la violencia intrafamiliar. Varias organizaciones no gubernamentales, cooperaciones y 

organizaciones feministas están dedicadas a la igualdad de género, los derechos de las 

mujeres y la ayuda para víctimas de violencia intrafamiliar. En el análisis en capítulo tres 

se profundiza en qué tipo de organizaciones se ocupan de la violencia intrafamiliar y cómo 

proceden. 
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Capítulo 2 

Cifras de la violencia intrafamiliar y la impunidad y la 

sociedad civil en la región 
 

Violencia de género existe en cierto grado en prácticamente todas las sociedades y todos 

los grupos socioeconómicos y culturales. Basado en evaluaciones internacionales, se ha 

estimado que aproximadamente uno de cada tres mujeres (35 por ciento) en todo el 

mundo es golpeada, violada, o maltratada en distinta manera en algún momento de su 

vida (Moreno et al., 2013). Sin embargo, algunos estudios nacionales demuestran que 

hasta al 70 por ciento de las mujeres han experimentado violencia física y/o sexual en su 

vida (UN, 2015). La Organización Mundial de la Salud (2013) muestra que las mujeres que 

han experimentado violencia física o sexual por parte de su pareja reportan tasas más 

altas de depresión, tienen más del doble de posibilidades de tener un aborto y tienen más 

posibilidades de contraer VIH, en comparación con las mujeres que no han experimentado 

violencia intrafamiliar. El Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) 

muestra en su informe de 2013 que en América Latina Bolivia, Colombia, Ecuador y El 

Salvador son los países con mayores tasas de violencia contra las mujeres. En cuanto a la 

violencia intrafamiliar, las mayores tasas se reflejan en Chile, República Dominicana y 

Uruguay (PNUD, 2013). Para entender mejor el problema de la violencia intrafamiliar es 

importante saber la magnitud y el contexto del problema. Por eso se describe en este 

capítulo qué es la prevalencia de la violencia intrafamiliar en América Latina y en especial 

en Colombia y cuáles son las razones por este tipo de violencia en la región. También se 

explica por qué la impunidad acerca de este problema es tan grande en América Latina. 

Por último, se explica cuando y por qué surgió una sociedad civil fuerte en la región y 

cómo nacieron las organizaciones feministas en Colombia. 

 

2.1. Violencia de género a nivel regional 

 

2.1.1. Prevalencia en América Latina 

 

Las estimaciones de prevalencia de violencia intrafamiliar en contra de la mujer varían 

mucho entre países, y a veces incluso entre los estudios realizados en los mismos países. 

En América Latina y el Caribe, 22 estudios en 15 países diferentes indican que entre el 7 

y 69 por ciento de las mujeres han sido abusado físicamente por su pareja en algún 

momento de su vida (Morrison, Ellsberg y Bott, 2004). La mayoría de los estudios estima 

la prevalencia de la violencia intrafamiliar entre 20 y 50 por ciento de las mujeres en algún 

momento de su vida. Para el caso de homicidio, se estima que de todas las mujeres que 

fueron víctimas de este tipo de violencia a nivel mundial en el año 2012, casi la mitad fue 

asesinada por parejas o otros miembros de la familia, en comparación a menos de seis por 

ciento de los hombres asesinados en el mismo año. En América Latina y el Caribe según 

datos oficiales procedentes de 19 países, un total de 2,559 mujeres fueron víctimas de 

feminicidio en el año 2017 (CEPAL 2017; UNODC, 2013).  
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Wilson (2014) afirma que el abuso intrafamiliar y la violencia de género en América 

Latina están vinculados a la cultura machista. Wilson (2014) describe el machismo como 

la creencia de que las mujeres deben estar subordinadas a las necesidades y deseos de sus 

maridos, cuidar a ellos, dándoles placer y dando a luz a sus hijos. Entre ciertos grupos 

sociales en América Latina, la violencia intrafamiliar es integral a las normas sociales y 

patrones culturales que determinan las relaciones entre parejas sexuales (Friedmann-

Sánchez, 2006). En muchas partes de América Latina, estas normas sociales proceden de 

la cultura machista que Wilson describe. Natasha Lopera, fundadora de la Fundación 

Alice, también explica en una entrevista que la base primordial de la violencia 

intrafamiliar es el sistema machista y patriarcal, porque este sistema se enseña que la 

mujer es un objeto que le pertenece al hombre; la mujer está bajo el dominio y bajo la falsa 

protección del hombre (comunicación personal, 18 de julio, 2018). Según Lopera (2018) 

el tema machismo es el principal gestor de violencia contra la mujer, porque el sistema 

machista no reconoce a la mujer como sujeto autónomo sino como un objeto, y aparte de 

eso, como una propiedad del hombre. Claudia Rodríguez, que trabaja para la Red 

Colombiana de Mujeres por los Derechos Sexuales y Reproductivos, también habla de una 

cultura machista. Dice que esta estructura patriarcal ha convencido a los hombres y a las 

mujeres. Hay unas divisiones donde los ubican a ellos por encima y a ellas por debajo; los 

hombres toman decisiones y las mujeres deben obedecerlas (comunicación personal, 3 

de julio, 2018). Esta condición marca una educación sexista que enseña que hay 

desigualdad entre los hombres y las mujeres. Ya se mencionó esta forma de desigualdad 

en el primer capítulo y confirma las ideas de la Perspectiva Patriarcal. Rodríguez (2018) 

afirma que esta estructura patriarcal y la educación sexista llevan a que las mujeres están 

en una serie de desventajas en la cotidianidad. Wies (2011) argumenta que todos los tipos 

de la violencia contra la mujer están relacionadas a la desigualdad entre hombres y 

mujeres, que se relaciona a la cultura machista.  

2.1.2. Prevalencia y razones en Colombia   

 

Colombia tiene una de las más altas tasas de la violencia intrafamiliar en el mundo (Kishor 

y Johnson, 2004) y por eso, para las mujeres colombianas, la probabilidad de sufrir 

violencia a manos de un pareja o expareja es muy alta. La encuesta demográfica de salud 

de 2015 informa que 64.1 por ciento de las colombianas en relaciones íntimas han 

experimentado violencia emocional y 31,9 por ciento han experimentado violencia física 

en algún momento de su vida (Profamilia, 2015). Según esta encuesta representativa a 

nivel nacional, sólo 20 por ciento de las mujeres víctimas de estos tipos de violencia han 

denunciados los acontecimientos a una autoridad estatal. Según datos del Instituto 

Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses (INMLCF) en Colombia, 86 por ciento de 

los casos de la violencia en que se prestó atención forense fue contra las mujeres y las 

niñas (INMLCF, 2017). De estos casos, 72,9 por ciento de la violencia se realizó en el hogar 

y por sus parejas.  
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El INMLCF también informa que los delitos sexuales documentados han aumentado 

aproximadamente 40 por ciento entre los años 2003 y 2012, de unos 14.000 a 21.000 

incidentes. En el mismo periodo, según informe, los casos de violencia física han subido 

aproximadamente 30 por ciento, de 62.000 incidentes a 84.000 incidentes en Colombia 

(INMLCF, 2017). Esas tasas sólo tratan de los incidentes registrados. 

Según el mismo informe de INMLCF (2017), las ciudades con el mayor número de casos 

fueron Bogotá, Medellín, Cali, Barranquilla y Villavicencio, con un total de casi 26.000 

incidentes registrados. El informe dice que las razones de la violencia con más prevalencia 

fueron la intolerancia, los celos, el alcoholismo y la infidelidad, y el hogar es el lugar más 

común donde se presenta la violencia. Los días sábado y domingo, y los meses mayo y 

julio registraron el mayor número de casos. Datos del Sistema de Información para la 

Seguridad y la Convivencia (SISC) muestran que en Medellín el día que más se presenta 

violencia intrafamiliar es el día de la madre. Astrid Montero de la Comisaria de Familia 

explica en una entrevista que es porque se reúne la familia, al calor del licor, y empiezan 

a salir problemas pequeños, sobre cuales no se hablan en el momento y después la 

situación escala (comunicación personal, 26 de julio, 2018).  Nora Marin de la Rama 

Judicial afirma también en una entrevista que la mayoría de las causas que generan la 

violencia intrafamiliar en Colombia es por los celos. Dice que en muchos casos es el ex de 

la mujer que usa violencia porque ella dejó al marido, o porque lo engañó (comunicación 

personal, 13 de julio, 2018). 

Un estudio de Friedemann-Sánchez y Lovatón (2012) examina la prevalencia de la 

violencia por parte de parejas íntimas en Colombia. Según estos datos, más de un tercio 

de los encuestados informa de haber experimentado un incidente de violencia física en 

algún momento de su vida. 16.6 por ciento informa que están sometidas a formas graves 

de violencia física, más comúnmente violencia sexual. 38.2 por ciento de las mujeres 

informa haber sido víctima de violencia física menos grave, como actos más frecuentes de 

ser empujado o golpeado con la mano. Casi una cuarta parte ha experimentado un 

incidente durante los últimos 12 meses. Entre ellas, 9.6 por ciento reportó violencia 

severa durante ese periodo. En términos de la violencia psicológica, dos tercios de las 

mujeres encuestadas informa haber sido emocionalmente abusado al menos una vez 

durante su vida. Casi dos tercios han experimentado en algún momento alguna forma de 

comportamiento controlador, una tercera parte han sido amenazados, y más de una 

cuarta parte han sido humillada en público o en privado. Estos datos confirman lo que los 

estudios etnográficos han descrito para el contexto colombiano (Friedemann-Sánchez 

2006): insistiendo sobre el paradero de la mujer y haciendo caso omiso de ella son los 

tipos más comunes de comportamiento controlador experimentados por las encuestadas, 

seguido por acusaciones de infidelidad y limitar a las mujeres a ver a sus amigos. En los 

últimos 12 meses, un poco más de la mitad de las mujeres informa que ha experimentado 

cualquier tipo de abuso emocional; casi la mitad reporta algún tipo de comportamiento 

controlador y 22 por ciento informa haber experimentado comportamientos de amenaza. 
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Como se ha mencionado antes, y aparte de los celos, la intolerancia y el alcoholismo, es la 

cultura machista que tiene mucha influencia en la violencia intrafamiliar. Patricia Corcho 

de la Secretaría de la Mujer y Juliet Gomez de la Cooperación Colectiva Justicia Mujer dicen 

que en Colombia existe mucho machismo y se presenta mucho el consumo del alcohol.  

“Colombia tiene una cultura conservadora, una cultura machista, una cultura que no 

reconoce los derechos a las mujeres y eso se ve reflejado en esa forma de victimización. 

Está también la dependencia emocional, afectiva y económica de las mujeres que genera 

la violencia intrafamiliar” (comunicación personal, 25 de junio, 2018). Montero (2018) 

agrega que también el consumo de drogas psicoactivas es un factor de la violencia 

intrafamiliar, igual que el nivel de educación, la falta de dinero y la falta de empleo. Por 

todos estas razones y factores, Rodríguez (2018) habla de ‘multicausalidad’; no hay sólo 

una razón para explicar la violencia intrafamiliar. Bott et al. (2012) escribe que la 

violencia contra la mujer constituye un obstáculo para el desarrollo humano, la salud 

pública y los derechos humanos. Gomez (2018) y Rodríguez (2018) reconocen la violencia 

intrafamiliar como una crisis humanitaria de emergencia, porque “no existe ninguna 

forma de violencia ni de victimización que afecte de una manera tan masiva a las mujeres”. 

Como Bott et al. (2012), Gomez (2018) y Rodríguez (2018) discuten que la violencia 

intrafamiliar es un problema de salud pública y de la seguridad pública, por la cantidad 

de estadísticas y de casos, y por la violación a los derechos humanos de las mujeres. 

2.2. Impunidad, un problema grave en América Latina 

Casi todos los países de América Latina se esfuerzan por combatir los altos índices de 

impunidad, según un nuevo informe que analiza las condiciones de los derechos humanos 

que contribuyen a crímenes sin castigo en la región. Según el Índice Global de Impunidad 

(IGI) de 2017 del Centro de Estudios sobre la Impunidad y la Justicia (CESIJ) y la 

Universidad de las Américas Puebla (UDLAP) la impunidad es la norma en América Latina 

y el Caribe. El informe presenta las tasas de la impunidad basado en factores tales como 

la fortaleza institucional y otras condiciones estructurales de 69 países en todo el mundo, 

19 de ellos en América Latina y el Caribe. Casi la mitad de los países latinoamericanos 

examinados son entre las naciones con las peores tasas de la impunidad a nivel mundial. 

Entre los países latinoamericanos con las tasas más altas de impunidad son México, Perú, 

Venezuela, Brasil y Colombia (UDLAP, 2017).  

En el caso de la violencia intrafamiliar, las tasas de impunidad también son muy altas. 

Según el Informe Mundial de 2017 de Human Rights Watch es debido a la pobre 

implementación y ejecución de los protocolos de tratamiento que impiden el acceso 

oportuno a los servicios médicos y crean obstáculos para las mujeres y las niñas victimas 

de violencia para buscar atención. Muchos de los casos de violencia intrafamiliar no han 

hecho justicia a las victimas y los autores casi nunca son castigados (Human Rights Watch, 

2017). No obstante, la impunidad implica más que la ausencia de castigos en actos 

delictivos y la mala justicia para las víctimas. El informe del Fondo de Acción Urgente para 

América Latina y el Caribe (FAU-AL) discute que la impunidad implica que no hay ningún  
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debido proceso legal, o que las víctimas no saben la verdad sobre los ataques que 

sufrieron y no tienen acceso a reparaciones. Por lo tanto, implica que el estado no adopta 

medidas para evitar su repetición. Se instala el terror y desesperanza en las comunidades 

y organizaciones y garantiza una reproducción del privilegio y la injusticia en todas sus 

dimensiones y la continuidad del statu quo (FAU-AL, 2018).  

Wolfgang y Ferracuti (1967) dicen que la violencia intrafamiliar se produce más en las 

sociedades violentas, porque distintas formas de violencia se correlacionan entre sí, 

creando una cultura de violencia. La historia violenta que es representativa para muchos 

países en América Latina puede explicar esa cultura de violencia que es característica para 

la región. Cesur y Sabia (2013) han investigado la relación entre expuestos al combate y 

la violencia intrafamiliar y sus resultados muestran que el combate se asocia con un 

incremento sustancial del riesgo de la violencia intrafamiliar. Durante las muchas guerras 

civiles que ocurrieron en América Latina, los hombres usaron mucha violencia hacia las 

mujeres, y ellos quedaron impunes. El BBC (2015) da en un artículo el ejemplo de 

Guatemala, pero se puede generalizar por muchos países latinoamericanos. El artículo 

explica que los hombres aprendieron usar violencia contra las mujeres como medios de 

guerra, y cuando revolvieron a casa, siguieron usar violencia contra sus esposas, madres 

e hijas, porque se han familiarizarse con la violencia contra las mujeres. Por lo tanto, 

surgió una cultura de violencia, en que se naturaliza la violencia contra las mujeres, que 

aún existe hoy en día. Por esa naturalización de la violencia, no se considera que sea 

necesario llevar a juicio muchos temas como la violencia intrafamiliar, explica Gomez 

(2018). Se cree que es un asunto privado, en el que el estado no debería meterse y por eso 

no se promueve mucho que la gente denuncie, y cuando la gente denuncia, lo que más se 

promueve es que desista de continuar con un proceso, y eso tiene que ver con la cultura y 

la idea de que es normal que el marido le pegue a la esposa y que por eso uno no va a ir a 

congestionar la justicia (Gomez, 2018). 

Porque no se promueve mucho que la gente denuncie, la gente no lo hace. En la mayoría 

de los países con datos disponibles, menos del 40 por ciento de las mujeres que 

experimentan violencia de cualquier tipo, buscan ayuda. Entre las mujeres que sí lo hacen, 

van a familiares o amigos y muy pocos van a instituciones formales, tales como la policía 

y los servicios de salud. Menos del 10 por ciento de las víctimas de la violencia busca ayuda 

apelando a la policía (UN, 2015). Según el informe de World Bank Group de 2018, por lo 

menos 144 países han aprobado leyes contra la violencia intrafamiliar, y 154 países tienen 

leyes sobre el acoso sexual. Sin embargo, aun cuando existen leyes, esto no significa que 

siempre las cumplen (World Bank Group, 2018). El Programa de las Naciones Unidas para 

el Desarrollo (PNUD) explica en el informe de 2013 la baja tasa de denuncias acerca de la 

violencia intrafamiliar. Dice que en muchos casos una baja tasa de denuncia puede estar 

en relación con una baja confianza en las instituciones para denunciar (PNUD, 2013). 

Según el PNUD (2013), en países como Chile y Uruguay, que tienen altas tasas de 

denuncias acerca de la violencia intrafamiliar, una alta confianza en la policía puede 

explicar el mayor nivel de denuncias. Por lo tanto, en países donde se no confían mucho 



 20 

en la policía y las instituciones jurídicas, se presenta menos denuncias de la violencia 

intrafamiliar. Entonces, una de las razones por la alta impunidad en relación con la 

violencia intrafamiliar en Colombia es que las mujeres no lo denuncian. Corcho (2018) 

explica que, a causa del temor a sufrir represalias y a la doble victimización, las mujeres 

no denuncian el abuso intrafamiliar. Por eso, quedan sin ser atendidas por la 

institucionalidad. Según el PNUD (2013) la dependencia y la vulnerabilidad física, 

económica y psicológica en relación al victimario es una de las razones que las mujeres 

no informan a la autoridad que han experimentado actos violentes. También el 

desconocimiento de fuentes de ayuda y la desconfianza en las autoridades para resolver 

el conflicto causa que las mujeres no denuncian (PNUD, 2013). Otro problema según 

Corcho (2018) es que las mujeres que sí lo denuncian, muchas veces desisten del asunto: 

“A veces la impunidad tiene que ver con la falta que la gente denuncie. A veces la gente no 

denuncia o las mujeres vuelven con sus esposos y ya entonces retiran la denuncia; eso es 

un factor muy grave.” 

2.2.1. Impunidad acerca de la violencia intrafamiliar en Colombia 

 

El gobierno colombiano aprobó leyes para proteger y atender a las mujeres. Por ejemplo, 

hay la ley 1257 de 2008, que garantiza el derecho de las mujeres a una vida libre de 

violencia, y ha emitido varios decretos para erradicar este problema. Ha formulado 

también legislación para empoderar a las mujeres y reconocer la contribución del trabajo 

no remunerado y la contribución de las mujeres al desarrollo económico y social, que es 

la ley 1413 de 2010. La ley 1448 de 2011 también es importante porque establece que las 

mujeres disfruten protección en el manejo de la restitución de tierras causados por el 

conflicto armado y se beneficiará de las medidas de atención, asistencia y reparación 

integral a las víctimas del conflicto y ofrece medidas diferenciales y garantías de no 

repetición para las mujeres y las niñas víctimas de violencia sexual (UN, 2013). Además, 

hay La ley 984 de 2005 por medio de la cual se aprueba el Protocolo facultativo de la 

Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer. 

 

Rodríguez (2018) dice que legislación hay, pero falta capacitación a los funcionarios o 

servidores públicos que son responsables para la ejecución de la ley. Además de 

capacitación falta mayor sensibilización frente a esto. Explica que la policía, por ejemplo, 

tiene un excelente protocolo de atención y guía para atender a mujeres víctimas de 

violencias, pero no lo apliquen. Por un lado, es que no lo conocen, por otro lado, cuando 

lo conocen, aparecen también sus propios prejuicios (Rodríguez, 2018). La entrevistada, 

para citar los problemas que tienen con los prejuicios en Colombia, habla sobre una 

experiencia que tuvo en su puesto de trabajo anterior (ahora está en coordinación, pero 

antes estaba en atención de la Línea 123, cual es la línea de emergencia en Colombia). 

Recibió una llamada para hacer una intervención de un posible caso de violencia 

intrafamiliar. Por la situación que ella y los policías se encontraron pensaron que lo 

habían pillado infraganti - mujer ensangrentada, agresor irritado, televisor y otros objetos 

de la casa en el piso - pero al enterarse que la disputa es porque la mujer ha sido infiel con 
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un sobrino del hombre, la situación cambia y los policías sienten compasión por el 

agresor, llegando a justificar la violencia con frases como "¿Cómo estará este pobre 

hombre, si ella se la jugó con su sobrino?". En este ejemplo alaba el protocolo de atención, 

pero en muchos casos no se aplica por esta clase de prejuicios. Rodríguez (2018) continua 

que no hay sanción para los funcionarios que no aplican los protocolos ya establecidos. 

Dice que por eso el sistema se encarga de desestimular las denuncias. El problema de 

impunidad tiene que ver con las dificultades para el acceso a la justicia. Es lo lento del 

sistema para una decisión y las dificultades para el acceso a la justicia, que los agresores 

quedan impunes, explican Corcho (2018), Montero (2018) y Gomez (2018) en entrevistas 

(comunicación personal, Medellín, 2018). 

La respuesta a la violencia intrafamiliar en Colombia es altamente dependiente de las 

Comisarías de Familia. Las Comisarías de Familia son instituciones que ofrecen apoyo a la 

familia en los terrenos jurídicos y psicosocial. Sin embargo, esas comisarías son 

sobrecargadas, mal financiadas y tan viciadas en su diseño institucional que no pueden 

cumplir adecuadamente su papel crítico para el acceso a la justicia y la protección, a pesar 

de tener muchos comisarios de familia comprometidos y trabajadores, apoyados por 

funcionarios del gobierno dedicados a la lucha contra la violencia en contra de las mujeres 

(Montero, 2018). Las Comisarías de Familia son sobrecargados por muchas y muy 

diversas responsabilidades. Los requisitos legales asociados a la creación y financiación 

de Comisarías de Familia desalientan la creación de más Comisarías para cumplir con la 

carga de trabajo de violencia intrafamiliar. Las Comisarías también se excluyen de la 

implementación de la política nacional, y ni siquiera son parte de la rama judicial del 

gobierno. Sin embargo, se encarga con importantes responsabilidades judiciales 

relacionadas a la protección de las víctimas, incluyendo la emisión de órdenes civiles 

temporales y permanentes de protección a las víctimas, que pueden incluir una gama de 

medidas de seguridad y de protección y servicios de salud (Advocates for human rights, 

2017). Gomez (2018) confirma que hay tanto trabajo y tanto volumen de casos y no hay 

suficiente personal dentro las comisarías para procesar todas las denuncias. Otro 

problema es que los funcionarios no están lo suficientemente formados o entrenado para 

entender cómo aplicar la legislación. Por lo tanto, los casos se resuelven de cualquier 

manera, sin aplicar el enfoque diferencial y se apliquen temas como conciliación para 

acabar rápidamente los procesos. Eso hace que los fallos sean injustos, que también causa 

que las mujeres pierden la confianza en el sistema jurídico y eso genera impunidad.  

En conclusión, la impunidad acerca de la violencia intrafamiliar en América Latina y en 

Colombia en particular, tiene que ver con elementos diferentes. Por muchos años la 

violencia contra las mujeres nunca fue castigado, por lo cual nació una cultura de violencia 

y de impunidad. Por el asunto cultural que no ve la violencia hacia las mujeres como una 

violación a sus derechos humanos, no promueve la denuncia, no promueve la atención y 

que cuando se logra promover, no se priorizan los casos, se resuelven de cualquier 

manera, se revictimiza a las personas, o no se les cree. Todos estos elementos están 

asociados a la impunidad. 
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2.3. Organizaciones de la sociedad civil en torno a la cuestión de género en América 

Latina  

 

La sociedad civil en América Latina surgió porque la población buscó a nuevas formas de 

luchar para la democracia. Hasta los años 1970 muchos países en América Latina fueron 

gobernados por dictaduras militares y regímenes autoritarios que reprimieron a sus 

ciudadanos. Pero desde mediados de los años 1970, la gente se di cuenta que la sociedad 

civil era una fuente importante de la resistencia contra estos regímenes y dictaduras 

(Dagnino, 2011). En este tiempo nacieron muchos nuevos movimientos sociales. Pearce 

(1997) describe la sociedad civil como un instrumento analítico para explorar la práctica 

y el significado de los procesos de democratización en América Latina. Según Pearce 

(1997) una democracia exige altos niveles de inclusión y competitividad y una fuerte 

institucionalización de los derechos civiles y políticos. Se debe hacer espacio dentro de la 

sociedad para desarrollar una sociedad civil vivo y libre. Una fuerte sociedad civil puede 

contribuir a la búsqueda de las políticas alternativas y pueden vigilar al estado y el 

gobierno, que a su vez es importante para la democracia (Linz y Stepan, 1996). El estado 

y la sociedad civil, por lo tanto, deben encontrar un equilibrio para que la democracia 

funcione bien. Este párrafo trata de diferentes movimientos feministas en América Latina 

que surgieron durante los años 1980 y también se explica cómo opera la sociedad civil en 

Colombia. 

 

2.3.1. Movimientos feministas en América Latina 
 

A lo largo de la década de 1980, cuando organizaciones de mujeres en América Latina y el 

Caribe movilizaron acerca de cuestiones relativas a la condición de la mujer, aumentó el 

interés del problema de la violencia de género. Así, con gran dedicación y pocos recursos 

y enfrentando fuerte resistencia de la tradición y la cultura, esas organizaciones de 

mujeres comenzaron a documentar la magnitud de este tipo de violencia. Muchas 

organizaciones formaron específicamente para trabajar en el tema de la violencia contra 

las mujeres, mientras que al mismo tiempo varias organizaciones ya existentes 

comenzaron a incluir este tema en sus programas. Este proceso desencadenó la creación 

de varios mecanismos para afrontar el fenómeno de la violencia de género: refugios 

temporales para mujeres víctimas de violencia, centros de atención que ofrece asistencia 

social, legal, psicológica y médica, y grupos de apoyo y de autoayuda (Brasileiro, 1997). 

Otro foco de las organizaciones feministas de la sociedad civil es la formación de la policía 

sobre cuestiones de género en un número de países latinoamericanos afectados por el 

conflicto. Las organizaciones civiles aportan sus conocimientos específicos para 

formación de género y mecanismos de supervisión civil, que ayudan a garantizar la 

responsabilidad y transparencia de los servicios de policía y su adhesión de los derechos 

humanos de género (Bastick, Grimm y Kunz, 2007).  
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Aparte de los esfuerzos de la sociedad civil, los gobiernos empezaron a abrir Secretarías 

de las Mujeres, que, por su alcance nacional, se convirtieron en importantes iniciativas 

públicas para la promoción de acciones y programas para ocuparse de la violencia contra 

las mujeres, especialmente en el ámbito jurídico. En referencia a la legislación, 

organizaciones de mujeres comenzaron a impulsar nuevas leyes que tratan 

específicamente de la violencia contra las mujeres y propuestas para reformar los códigos 

penales (Brasileiro, 1997).  

Dos movimientos grandes y bien conocidos en América Latina son el Ni Una Más y el Ni 

Una Menos. Ni Una Más es un movimiento social, para obtener justicia para las víctimas 

de feminicidio en Ciudad Juárez, México. El movimiento fue iniciado por las 

desapariciones y asesinatos de muchas mujeres en Ciudad Juárez, pero hoy en día se 

extendió a un movimiento con influencia internacional. Hasta la fecha, nadie sabe el 

número exacto de las mujeres muertos y desaparecidos en Ciudad Juárez, porque la 

mayoría de los asesinatos sigue siendo no investigada y gran parte de la evidencia original 

ha desaparecido. La falta de voluntad para investigar los crímenes ha frustrado todas las 

partes involucradas, que impulsó que los familiares de las víctimas y grupos de derechos 

humanos pidieron justicia por los crímenes a través de diversas medidas al nivel de base 

(Heiskanen, 2013). El movimiento está haciendo trabajo activista en la frontera de México 

desde la década de 1990. La sensibilización y atención al problema de feminicidio es el 

objetivo principal del movimiento (Staudt y Coronado, 2010). A los finales de 2002, las 

activistas construyeron con éxito la base para aumentar la visibilidad de Ni Una Más a 

nivel nacional e internacional.  

En términos de la sensibilización, Staudt y Méndez (2015) explican que la cobertura 

mediática es importante a ampliar la concienciación a una audiencia grande y crear la 

posibilidad de la audiencia informada para tomar medidas para cambiar la política. La 

Organización Mundial de Salud describe que las estrategias de “entretenimiento 

educativo” (por ejemplo, programas que utilizan multimedia tales como televisión, radio 

e impresión) para cambiar las normas sociales y movilizar cambios de toda la comunidad 

han demostrado influir las normas de género, las respuestas de la comunidad y actitudes 

individuales a la violencia intrafamiliar (Bott, Morrison y Ellsberg, 2005). Muchas 

organizaciones no gubernamentales han utilizado la movilización comunitaria, educación 

comunitaria y estrategias de los medios de comunicación para abordar la violencia contra 

las mujeres, y la evidencia acerca de la programación eficaz en esta área está aumentando 

(WHO, 2012).  

Que los medios de comunicación desempeñan un papel importante en la sensibilización 

de la violencia intrafamiliar, resulta de un tweet de la periodista argentina Marcela Ojeda. 

En mayo de 2015, Chiara Páez, que tenía 14 años, fue encontrado enterrado en el jardín 

de la casa de su novio de 16 años. Según los resultados de la autopsia, ella estaba 

embarazada y había sido golpeada hasta la muerte. Marcela Ojeda escribió en Twitter: 

"Actrices, artistas, empresarias, políticas, referentes sociales... mujeres, todas, bah... ¿no 
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vamos a levantar la voz? NOS ESTÁN MATANDO." El resultado de este tweet fue la reunión 

de más de 200.000 personas en Buenos Aires y en otras ciudades en Argentina. Con este 

acontecimiento, el movimiento Ni Una Menos nació y desde entonces se ha convertido en 

un poderoso movimiento internacional de mujeres que se dedica a la lucha contra la 

desigualdad de género y el abuso y asesinato de mujeres. Los esfuerzos de las feministas 

argentinas provocaron una respuesta transnacional. Además de las protestas en 

Argentina, había protestas en varias otras ciudades en toda América Latina (Friedman y 

Tabush, 2016; Terzian, 2017).  

Como se discutió anteriormente, un componente esencial de la aplicación de la legislación 

acerca la violencia de género es sensibilizar y promover el apoyo para la legislación entre 

la población general. Acceso a la justicia requiere que las mujeres son conscientes de y 

entienden sus derechos y sientan que pueden ejercerlos. Así, muchas organizaciones 

civiles en América Latina han lanzado campañas en los medios de comunicación y 

esfuerzos comunitarios de alfabetización jurídica para crear conciencia de la nueva 

legislación y alentar a las mujeres para ejercer sus derechos. Aunque la Organización 

Mundial de la Salud dice que está aumentando la evidencia de la efectividad de los 

programas de los medios de comunicación, Morrison, Ellsberg y Bott (2004) argumentan 

que, sin embargo, la mayoría de estas iniciativas tienen un alcance limitado, que son 

dirigido a las poblaciones o regiones selectos, y pocas han sido evaluadas para la 

efectividad.  

 

2.3.2. Organizaciones de género en Colombia   

 

Colombia tiene una sociedad civil diversa y multisectorial que por muchas décadas ha 

soportado a organizaciones y movimientos, y ha luchado por políticas para el cambio 

social en el país. Esa sociedad civil ha experimentado violencia, persecución y 

estigmatización durante muchos años. Sin embargo, ha logrado crear propuestas y las ha 

implementado en ambientes hostiles. A pesar de la violencia y la falta de un estado fuerte 

y sincero, muchas personas en Colombia han prosperado debido a su coraje y 

determinación. La sociedad civil en Colombia constantemente ha luchada y aún lucha para 

mejor políticas públicas y justicia para las personas víctimas, ignoradas y marginadas 

(Sánchez-Garzoli, 2016). 

 

Desde la mitad del siglo XX las mujeres colombianas recorrieron los caminos del país, 

luchando por sus derechos y participando en los movimientos sociales y políticos. Como 

en el resto del mundo, desde la década de 1970 las mujeres en Colombia comenzaron a 

exigir sus derechos de autonomía, sus cuerpos, su salud y de la justicia. Todas las mujeres, 

participando en movimientos sociales y luchando por sus derechos, empezaron a 

cuestionar la posición de las mujeres en el país (Brasileiro, 1997). Dilia Rodríguez, 

fundadora y directora de CERFAMI, dice en una entrevista (comunicación personal, 21 de 

julio, 2018) que, a principios de los años setenta del siglo XX, en Medellín surgió el primer 

grupo de mujeres que se enfocó en estudiar la posición y condición de las mujeres en 
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Colombia. Este grupo constó de cinco mujeres de diferentes profesiones y se denominó 

Centro de Estudios sobre la Mujer (CEM). Además de estudiar la posición de las mujeres 

en Colombia, el CEM también luchó por la eliminación de todas las formas de 

discriminación contra la mujer. Su trabajo fue adoptado por la Asamblea General de la 

ONU en 1979, ratificada por Colombia y aprobada mediante la ley 051 de 1981. Como se 

describió en el primer capítulo, la sociedad civil es importante para una sociedad 

democrática. Aranguren (2006) dice que el papel de la sociedad civil es crucial para 

fortalecer la gobernabilidad. Es la tarea de la sociedad civil cabildear para nuevas y 

mejores leyes y políticas, controlar el estado en implementar estas leyes y políticas y 

controlar si el estado cumple en la ejecución de esto.  

 

Rodríguez (2018) continua que a principios de los años ochenta nacieron diferentes 

Grupos de Mujeres que funcionaron como espacios de encuentra donde las mujeres 

pudieron reflexionar y debatir diferentes temas que afectaban a ellas. Principalmente 

abogadas, médicas y psicólogas se enfocaron en temas como discriminación, violencia 

contra las mujeres y la salud sexual y reproductiva. De allí procedió unas de las primeras 

organizaciones feministas bajo el nombre de Salud Mujer. Después se formó también la 

Corporación Salud Mujer en el año 1986 para promover la defensa y el ejercicio de los 

derechos sexuales y reproductivos en la ciudad de Medellín. Los fundadores de la 

Corporación Salud Mujer también empezaron reflexionar sobre la incidencia de los 

escenarios familiares en las relaciones de inequidad y la violencia y su impacto en la salud 

sexual y reproductiva. En el año 1989 se fundó el Centro de Recursos Integrales para la 

Familia (CERFAMI) para la realización de los derechos humanos, y en particular los 

derechos de mujeres. Además de las mujeres, la organización enfoca en los objetivos de 

Salud Mujer, pero también incluye otros grupos vulnerados en sus derechos como niños, 

niñas y adolescentes (Rodríguez, 2018).  

 

Es evidente que hay una sociedad civil fuerte en Colombia, que se dedica a luchar para los 

derechos de los grupos marginales de la sociedad. Durante los años nacieron muchos 

grupos de mujeres y organizaciones feministas que se enfocan en temas diferentes como 

la salud, la autonomía y la violencia, pero tienen un tema principal en común, que es la 

igualdad entre mujeres y hombres. Igual que los movimientos Ni Una Más y Ni Una Menos, 

muchas organizaciones no gubernamentales, grupos feministas y organizaciones 

comunitarias en Colombia están de acuerdo que la concienciación de la violencia contra 

la mujer y el conocimiento de los derechos de las mujeres es el primer paso para abordar 

la violencia intrafamiliar (Gomez, 2018; Rodríguez, 2018; Lopera, 2018). Morrison, 

Ellsberg y Bott (2004) describen que organizaciones comunitarias están en una posición 

única para promover el conocimiento de los derechos de las mujeres: estas 

organizaciones tienen conocimiento detallado de sus poblaciones objetivos y las normas 

de la comunidad que se pueden utilizar para movilizar a la comunidad en defensa de los 

derechos de las mujeres. 
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Capítulo 3 

La lucha contra la violencia intrafamiliar 

 
Como argumentado en el capítulo anterior, crear conciencia es uno de los primeros pasos 

en la lucha contra la violencia contra la mujer. Sin embargo, por ejemplo, el deseo de la 

concienciación del Ni Una Más movimiento va más allá de simplemente querer que la 

gente sabe que suceden atrocidades del feminicidio. Holling (2014) y Upton (2010) dicen 

que, incluso si se cumple la meta de la conciencia, estar bien informado sobre un problema 

no garantiza la capacidad, o incluso el deseo, hacer algo al respecto; la conciencia no 

significa acción. Por lo tanto, el gobierno y la sociedad civil deben hacer más que crear 

conciencia. En Colombia, una serie de prácticas prometedoras para prevenir o responder 

a la violencia contra la mujer ha sido desarrollada por el estado, las organizaciones no 

gubernamentales y organizaciones feministas. Estos incluyen promulgación de políticas 

y leyes, establecer mecanismos de cumplimiento de las leyes, contratación de personal 

efectivo y bien formado, y implicar muchas partes del gobierno y la sociedad (UN, 2006). 

En este capítulo se hace una evaluación de las entrevistas de esta investigación. En el 

primer párrafo se explica qué son las estrategias más eficaces para la prevención de la 

violencia intrafamiliar según las expertas entrevistadas, y cómo la sociedad civil en 

Colombia combate el problema de la impunidad. En el segundo párrafo se explica qué hace 

el gobierno colombiano para ocuparse del problema de la violencia intrafamiliar y cómo 

trabaja junto con la sociedad civil. Se concluye este capítulo con los avances y retrocesos 

que ha experimentado la sociedad civil y se explica qué funciona bien o no en el enfoque 

de la violencia intrafamiliar.  

 
3.1. Combatir la violencia intrafamiliar y la impunidad desde la sociedad civil 

 
3.1.1. Sensibilización, educación y prevención 

 

Como se ha mencionado en el primer capítulo, el trabajo de la sociedad civil ha sido 

sensibilizar a diferentes sectores de la sociedad. Además, la sociedad civil ha identificado 

la violencia contra la mujer como un tema de los derechos humanos y ha hecho que las 

autoridades incluyen la violencia contra la mujer en la agenda política. También se 

describió que eso ha resultado en muchas campañas de sensibilización. Eso es un trabajo 

muy importante, porque todas las expertas entrevistadas para esta investigación dicen 

que el problema mayor en Colombia acerca de la violencia intrafamiliar es que las mujeres 

no tienen conocimiento de sus derechos. Por eso, la mayoría de las expertas entrevistadas 

para esta tesis están de acuerdo que la educación y la sensibilización son los primeros 

pasos para combatir el problema de la violencia intrafamiliar. Vargas (2007) argumenta 

que la sensibilización y educación no sólo son estrategias que intentan cambiar las 

actitudes hacia la prevención y de tratar la violencia intrafamiliar, sino también crea 

conciencia para las mujeres de sus propios derechos y las empodera para presionar a las 

instituciones de ayuda y de justicia. 
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Kelly Echeverry de la Ruta Pacifica dice que mientras que las mujeres tengan más 

información acerca de sus derechos, de dónde ir, y también de que eso les sucede a otras 

mujeres, pone en el debate público y se genera más conocimiento, y finalmente más 

denuncias (comunicación personal, 11 de julio, 2018). Según Montero (2018) ambos el 

gobierno y la sociedad son responsables para garantizar los derechos de las mujeres. Dice 

que el trabajo es de corresponsabilidad. Todos son responsables, es decir, la familia 

misma, la sociedad y el estado, pero lo primero tiene que ser la educación desde la familia 

misma y desde la sociedad. También es importante cortar el ciclo de la violencia: quien 

fue agredido, agrede. Es que, en el caso de la violencia intrafamiliar, existe importante 

prueba que documenta la relación entre un hombre que experimentó abuso cuando era 

niño, y que tiene comportamiento violento hacia su esposa o pareja más adelante en su 

vida. La investigación de Straus (1980) muestra que, en los Estados Unidos, el índice de 

abuso conyugal era diez veces mayor para los hombres que vinieron de infancia violenta 

en comparación a los hombres que tuvieron infancias no violentas. Entonces, desde los 

niños en las escuelas es importante enseñar qué es la violencia de género y violencia 

intrafamiliar, para cortar este ciclo. Lopera (2018) también habla de la educación en la 

familia. Dice que se tiene que dar a los hijos una educación basada en género, la igualdad 

y el respecto. Lopera (2018) cree que esa filosofía o educación se traslade a las 

instituciones educativas, a las escuelas, a los colegios y las universidades. Está convencida 

que, si todos se forman con una educación en género, se va a reducir la problemática 

mucho.  

 

Sobre la formación Echeverry (2018) dice que no sólo es importante para las mujeres, 

sino también para los varones, porque en la Ruta Pacifica creen que los varones tienen 

que entender también que hay otras formas de construir el mundo. Se enfocan en los 

hombres porque son los principales agresores, quienes agreden físicamente en un 

ejercicio de subordinación a las mujeres. En contra de la sensibilización de los hombres, 

Marin (2018) cree que la concientización y la sensibilización de las mujeres son más 

importante. La mujer tiene que entender que no es un objeto del hombre, que no es una 

extensión de su parte labora, sino que es un ser humano y que su vida tiene precio. “La 

justicia puede hacer mil cosas, el gobierno puede hacer mil cosas, pero mientras la mujer 

misma no tenga valor por ella misma, no tenga esa autoestima de valorarse”, dice Marin 

(2018). Rodríguez (2018) piensa que mediante la educación es posible cambiar la 

mentalidad de una mujer y la puede ayudar a entender que ella tiene una dignidad 

humana que nadie tiene derecho a violentar. Dice que es importante que las mujeres 

entiendan que son ciudadanas responsables de su vida, es decir, mostrarlas toda una 

perspectiva ética de que los primeros deberes son con ellas mismas y que los primeros 

derechos que tienen que otorgar son a ellas mismas.  

 

Gomez (2018) tiene otra visión sobre las estrategias más eficaces de la prevención. 

Menciona nuevamente la cultura machista y patriarcal. Dice que en Colombia no sólo hay 

el problema de la presencia de actores armados, sino también la de las mafias, asociadas 

al narcotráfico, que impone culturalmente otras visiones de las mujeres como el objeto. 
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Se tiene que hacer estrategias de transformación de los imaginarios culturales respecto a 

cuál es el lugar que tienen las mujeres. Otro asunto fundamental, según Gomez (2018), 

está en el cohesionamiento y la visibilización de la agenda feminista y de los movimientos 

sociales. Marcus (1994) ya explicó en el primer capítulo que el paso más importante en la 

lucha contra la violencia intrafamiliar es romper el siliencio. Con el fortalecimiento de la 

agenda feminista se hace visible los problemas acerca de la violencia contra la mujer y se 

rompe el silencio. Entonces, una estrategia también tiene que ser dirigida a fortalecer esa 

agenda feminista más allá de la existencia de las organizaciones, porque al existir las 

instituciones y las organizaciones, la agenda muchas veces se reduce, porque se están 

pendientes de un contrato (Gomez, 2018). La Organización Mundial de la Salud (2012) 

dice que el fortalecimiento de la agenda feminista ayuda a reducir la violencia contra la 

mujer.  

 

Rodríguez (2018) argumenta que, en primer lugar, hay que hacer un trabajo a nivel 

preventivo. Hay que hacer un trabajo para lograr que cambien un poco las mentalidades 

tanto en los chicos como en las chicas. Entonces, como mencionado por las otras 

entrevistadas, cree que empieza en la educación de los niños. Rodríguez (2018) cuenta 

que primero trabajaban mucho el cambio de mentalidad de los funcionarios, pero no han 

podido volverlo a hacer porque para el gobierno eso no es importante. Da un ejemplo de 

un juez que, a ejercer con toda su ideología de género, de pensar que a una chica la violan 

porque tiene un pantalón muy apretado, o porque se puso un short, o porque se pintó las 

uñas de negro, y eso autoriza a un hombre que viole. Entonces, dice Rodríguez (2018), a 

nivel del aparato de justicia hay que hacer una labor muy grande.  

 

3.1.2. Acceso a la justicia en Colombia 

 

En el primer capítulo se describió que la violencia intrafamiliar casi nunca es un evento 

de una sola vez y típicamente aumenta en frecuencia y severidad con el tiempo. Por eso 

es importante dar prioridad al castigo de los autores de este tipo de violencia. Para 

castigar a los autores, es importante que las víctimas tienen bien acceso a la justicia.  Como 

se mencionó en el capítulo 2 de esta tesis, el gobierno colombiano ya ha tomado algunas 

medidas positivas para garantizar un buen acceso a la justicia, para abordar la violencia 

intrafamiliar y sexual, y para fortalecer la igualdad de género. Principales leyes y 

sentencias que se ocupan de la igualdad de género y la violencia sexual incluyen la ley 

1257 de 2008, que es la ley de igualdad de género, ley 1448 de 2011, por la cual se dictan 

medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado 

interno, y la resolución 092 de la corte constitucional en 2008. Aunque estas leyes 

proporcionan un claro marco jurídico y normativo en relación con la violencia contra la 

mujer, no se cumplen en la implementación y aplicación efectiva. En general, la aplicación 

carece estrategias bien articulados, criterios claros y coordinación entre los 

departamentos. Además, no hay sistemas eficaces de seguimiento y evaluación para medir 

el rendimiento o identificar los obstáculos y dificultades. Combinado con estos elementos 

es que falta la voluntad política en diversas etapas de implementación. En el informe de 
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la Corte Constitucional de Colombia (2011) se describe que las organizaciones de mujeres 

en Colombia han manifestado que hay muchas barreras asociadas al acceso de la justicia 

para mujeres víctima de violencia. Estas incluyen los patrones discriminatorios y 

estereotipos de género por los involucrados en la administración de justicia, como 

funcionarios, jueces y abogados. También hay la falta de protección y salvaguardia para 

las mujeres que denuncian, los altos niveles de impunidad, la ausencia de un eficiente y 

confiable registro de casos de violencia intrafamiliar, y la falta de apoyo médico y 

psicosocial (Corte Constitucional de Colombia, 2011). Por todos estos ejemplos, las 

mujeres pierden la confianza en el sistema. Eso también ya se mencionó en la teoría en 

capítulo 1 de esta tesis. Una baja confianza en el sistema no significa lo mismo que 

impunidad o malo acceso a la justicia, pero sí están relacionados. Gomez (2018) lo llama 

“una justicia en crisis”. Explica que no hay suficiente personal para administrar justicia. 

Además, hay el problema de la corrupción, que no permite que la gente tenga confianza y 

adicionalmente hay poca credibilidad.  

 

Para mejorar el acceso a la justicia para mujeres víctimas de violencia, la Cooperación 

Colectiva Justicia Mujer trabaja desde la perspectiva de los derechos humanos de las 

mujeres. Gomez (2018) explica que en el plano de los derechos humanos se han 

desarrollado dos grandes bloques temáticos, es decir, el tema de violencias y el tema de 

discriminación. En la organización hay cuatro líneas de trabajo. La primera línea es la línea 

de Justiciabilidad, litigio en género y derechos humanos de las mujeres. Ahí se dedican a 

atender muchos casos, aunque no tienen ni suficientes recursos, ni el alcance, se quedan 

atendiendo miles de mujeres. Por lo tanto, lo que hacen es litigio estratégico o litigio de 

alto impacto. Es decir, casos emblemáticos o casos de tipo que se permiten transformar la 

jurisprudencia, la legislación, las políticas públicas a favor de las mujeres. La segunda 

línea es la línea de Incidencia política o advocasen. En esta línea se trabaja con tomadores 

de decisiones del sector público y privado para incidir en la manera en la que se diseñan 

los planes, los programas, los proyectos y las políticas a favor de las mujeres, para que se 

puedan dar cambios sociales, políticos y jurídicos. La tercera línea es la línea de Gestión 

de conocimiento. Lo que quieren hacer en la Cooperación es analizar, producir y difundir 

investigaciones que impliquen la doctrina jurídica feminista, el análisis feminista, para 

que esa información sirva de sustento a las decisiones judiciales, administrativas o de 

política pública. Se hace investigación con esa perspectiva, de manera que pueda ser útil 

para la transformación y la incidencia. La cuarta línea se llama Cooperación para la acción 

en derechos humanos, género y justicia. El objetivo es que otras organizaciones que 

trabajan el tema de derechos humanos, o que tienen una agenda similar a la de la 

Cooperación, encuentren la potencialidad que tiene el uso estratégico del derecho a favor 

de las mujeres. Lo que hacen es darle asistencia técnica o acompañamiento, para que en 

sus acciones involucren el uso estratégico del derecho a favor de las mujeres. La 

Cooperación es una organización con expertos en el uso del derecho, puede apoyar a otras 

organizaciones para que en sus proyectos tengan temas asociados a acceso a la justicia y 

al uso estratégico del derecho (Gomez, 2018).  
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3.2. El papel del gobierno en la lucha contra la violencia intrafamiliar en Medellín 
 

En el párrafo anterior se escribió que el enfoque de la impunidad es principalmente la 

responsabilidad del estado. Los estados tienen obligaciones claras y concretas para 

combatir el problema de la violencia contra la mujer. Además, tienen la responsabilidad 

hacia sus ciudadanos para prevenir los actos de violencia contra la mujer, para investigar 

dichos actos, para castigar a los autores y para ofrecer atención y socorro a las víctimas. 

Limitaciones y circunstancias diferentes requieren diferentes tipos de medidas que 

deberán ser adoptado por el estado, pero no exime la inacción del estado. Aún estados en 

todo el mundo están fallando a aplicar plenamente las normas internacionales sobre la 

violencia contra las mujeres.  Cuando el estado no toma la responsabilidad de castigar a 

los perpetradores de la violencia, esto no sólo anima a más abusos, también da el mensaje 

de que la violencia contra las mujeres es aceptable y normal. Tanto la negación de la 

justicia a las víctimas, como el refuerzo de la desigualdad que afecta a otras mujeres es el 

resultado de esa impunidad (UN, 2006). Aunque el enfoque de la impunidad es importante 

en la lucha contra la violencia intrafamiliar, el gobierno colombiano también se ocupa con 

abordar la violencia intrafamiliar en general. Así, en Medellín, hay la Comisaría de la 

Familia, que se centra en todas las formas de violencia en las relaciones familiares y hay 

la Secretaría de las Mujeres, que se centra en todas las formas de violencia contra las 

mujeres y en establecer la equidad de género en Medellín. 

  
3.2.1. Comisaría de la Familia 

Medellín está dividido en comunas y tiene unos corregimientos, que es la parte rural del 

municipio. Hay dieciséis comunas adentro de la ciudad que son comunas de tipo urbano 

y hay cinco corregimientos que están en la zona rural. En total existen veintidós 

Comisarías de familia, entonces, en cada una de las comunas hay una Comisaría de 

Familia. Además, hay una más de apoyo nocturno, que tiene servicio durante la noche, de 

las diez de la noche a las seis de la mañana (Montero, 2018). 

 

En las Comisarías de familia se tramita todo el proceso de violencia intrafamiliar, tal como 

lo establece la ley. Es la misión de las Comisarías de familia de entrar un poco a tramitar 

todo lo que es la violencia intrafamiliar, pero también hace audiencia de conciliación en 

derecho de familia. Además, brinda orientación y asesoría a las familias para evitar que la 

violencia intrafamiliar escale. Las Comisarías están compuestas por un comisario de 

familia, que es abogado especializado en derecho de familia y en derecho administrativo. 

Este comisario cuenta con un equipo psicosocial, es decir, trabajador social y psicólogo, y 

ellos trabajan con personal asistencial, secretarios y auxiliares que se encargan de todo el 

trámite digital (Montero, 2018). Las Comisarías trabajan con un sistema de información, 

que se llama el sistema administrativo TITA. Este sistema tiene todo lo que se recibe en 

las Comisarías de la familia. En el sistema se lleva un expediente virtual: todo lo que se 

hace dentro de una comisaria queda en el sistema, desde la solicitud de la medida de 

protección, la medida de protección en sí, las medidas que se tomen y los descargos 

(Montero, 2018). Cuando una mujer ha sido víctima de violencia intrafamiliar y va a 
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solicitar por una medida, el comisario de familia recibe la solicitud e inmediatamente 

toma una medida de protección provisional. Esa medida de protección provisional va 

desde el desalojo del agresor del lugar que comparte con la víctima hasta las terapias 

psicológicas que tengan que hacerse; cualquier medida que considere el comisario de 

familia que puede tomar para evitar que se puedan presentar los hechos nuevamente. En 

Colombia, la ley muestra que toda persona tiene derecho a un debido proceso y a un 

derecho de defensa. Por lo tanto, el presunto agresor es notificado de que se ha iniciado 

una solicitud de medida de protección en su contra y es llamado a descargos, es decir, para 

ponerle en conocimiento, que fue lo que denunciaron en contra de él. Tanto la víctima 

como el victimario están en todo su derecho de solicitar testigos, lo que se considere que 

se debe tramitar en el proceso, y eso se lleva en todo un proceso que termina con una 

medida de protección definitiva. Una medida de protección definitiva es de obligatorio 

cumplimiento y que en caso de incumplirse se presentará una sanción (Montero, 2018).  

 

Si se toma una medida y por primera vez se incumple, la sanción es una multa de dos a 

diez salarios mínimos legales mensuales establecidos en Colombia. Si nuevamente se 

presentan los hechos, la sanción ya viene de treinta a cuarenta y cinco días de arresto. Esa 

sanción no puede imponer el comisario de familia porque el comisario es una autoridad 

administrativa. Tendría que mandarlo al juez de familia para que el juez de familia 

imponga la sanción. Si viven juntos la víctima y el victimario, el comisario sí puede 

ordenar el desalojo, pero muchas veces ocurre que no viven juntos. Es la responsabilidad 

del comisario proteger a la mujer porque el hombre sabe dónde vive, y es peligroso. 

Entonces el comisario mira cuales serían las posibilidades para irse a algún familiar en 

otra parte de la ciudad o del país. Sobre todo, desde las Comisarías se trata hacer todo lo 

humanamente posible, es decir, remitir a las mujeres a los hogares de acogida de la 

Secretaría de las Mujeres cuando se requiera. También mandarlas a otros municipios, 

donde tengan una red de apoyo que las pueda proteger en un caso de gravedad. Si llega 

una mujer que está siendo víctima de violencia y el comisario considera que esa mujer se 

encuentra en un riesgo grande, se les ofrece todo lo que se pueda tener para la protección 

(Montero, 2018; Alcaldía de Medellín, 2018)). 

 

Una copia de cada solicitud de medida de protección que recibe el comisario de familia es 

enviada a la fiscalía, para que la fiscalía tramite lo que es el delito de violencia 

intrafamiliar. Mientras tanto, lo que tramita el comisario de familia es la solicitud de 

medida de protección. En el caso de las Comisarías de la familia, el asunto es de querer 

tener una protección, entonces la víctima solicita la protección, pero la victima también 

puede desistir de esa protección, como mencionó Corcho (2018) en el capítulo 2. Si el 

comisario de familia considera que esa mujer está desistiendo porque está amenazada o 

la están obligando a que desista, el comisario puede decidir no recibir el desistimiento. 

Pero cuando esa persona dice, “yo vine libre voluntariamente, ya arreglé mi situación, ya 

hablamos y tuvimos esta conversación”, se le toma una declaración juramentada y se 

revoca la media de protección que un momento se le dio de forma inmediata (Montero, 

2018). 
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3.2.2. Secretaría de las Mujeres 
 

La Secretaría de las mujeres de la Alcaldía de Medellín es producto de un proceso histórico 

que cuenta con la incidencia del Movimiento Social de Mujeres para lograr la 

reivindicación y promoción de los derechos de las mujeres, la erradicación de las 

discriminaciones y las violencias basadas en el género, así como la disminución de las 

brechas de género (Alcaldía de Medellín, 2015). Primero se creó la Oficina de la Mujer, 

que formó parte de la Secretaría de Bienestar Social, después se cambió en la Casa de la 

Mujer, para atender a las mujeres con programas de atención social y de capacitación. 

Algunos años después, el alcalde de Medellín acogió la propuesta de crear una 

Subsecretaría. Se la denominó Metromujer. La subsecretaria lideró con su equipo y los 

grupos de mujeres de la ciudad la construcción colectiva de la Política Pública para las 

Mujeres Urbanas y Rurales del Municipio de Medellín. Después años de cooperación y 

diálogo directo del Movimiento Social de Mujeres con el Gobierno Municipal, el Concejo 

de Medellín creó la Secretaría de la Mujer en el año 2007 (Alcaldía de Medellín, 2015). 

  

Hoy en día, la Secretaría de la Mujer tiene varios programas para atender a las mujeres 

víctimas de violencia. Patricia Corcho trabaja por la Secretaría y dice que el programa que 

coordina ella es la rama de violencia contra las mujeres. El equipo que trabaja en este 

tema se llama Equipo de Seguridad Pública para las Mujeres. Este programa tiene tres 

medidas afirmativas. Hay la Línea 123 Mujer, que es una línea de emergencia que una 

mujer puede llamar en el momento en que se está siendo agredida. Otro programa es 

Hogares de Acogida. Los Hogares de Acogida son familias que tengan una casa donde 

puedan recibir una mujer víctima de violencia. El tercer programa se llama Ciudades 

Seguras. Es un programa bastante nuevo en cual se enfoca en la prevención del acoso y la 

violencia sexual en el espacio público (Corcho, 2018) 

 

Línea 123 Mujer 

La línea 123 Mujer es una ruta de atención para mujeres víctima de violencia. Es el 

objetivo de la línea disminuir la incidencia y prevalencia de violencia contra las mujeres. 

También reducir los índices de revictimización y aumentar las denuncias acerca de la 

violencia contra la mujer son algunos de los objetivos de la Línea 123 Mujer. Además, la 

Línea 123 Mujer se busca modificar los actitudes y percepciones sobre los roles 

tradicionales de género en la sociedad colombiana. Con estos objetivos se espera que 

disminuya la tolerancia social por la violencia (Romero et al., 2017). 

 

Rodríguez (2018) explica cómo funciona la Línea. Dice que cuando llaman por la violencia 

intrafamiliar, hay dos asuntos básicos. Si es un incidente policial, que es cuando está 

sucediendo el hecho en el momento de la llamada, la policía tiene que enviar el cuadrante. 

El cuadrante es una moto con dos policías, que están asignados a unos sectores 

determinados. Toda la ciudad está dividida en cuadros y ellos cada uno tiene una zona por 

la que deben responder. Entonces, quien contesta el 123, pasa la llamada a la policía para 

que acuda y brinde apoyo a la mujer. También pasa la llamada a Línea Mujer, para que 
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psicólogas y abogadas empiecen la atención de la mujer. Eso es el primero asunto básico. 

Pero muchas mujeres no pueden coger un teléfono en el momento del hecho victimizante, 

pero sí pueden llamar después. El servicio de la Línea Mujer tiene la ventaja de que 

funciona las veinticuatro horas. Si la mujer puede coger un teléfono cuando se fue el 

agresor, ya no hay un incidente policial; entonces, ella se comunica y se la pasan directo a 

Línea Mujer. Lo primero que pasa es que le contesta una psicóloga, porque primero hay 

que atender ese asunto emocional. En esa atención que hace la psicóloga, se busca que la 

mujer pueda tomar decisiones informadas, es decir, que la mujer pueda libremente 

decidir qué quiere hacer. También es muy importante esa escucha que se hace en ese 

momento, explica Rodríguez (2018), porque las mujeres pueden empezar muy cargadas  

emocionalmente, y en un rato de conversación, también se busca convencer de que ellas 

son capaces de tomar decisiones y de pensar más en ellas y en sus derechos. Esa atención 

psicológica busca que ella tenga un análisis de su situación emocional, de sus 

posibilidades y que pueda tomar decisiones.  

 

Luego, se le pasa la llamada a la abogada para que la mujer reciba una asesoría jurídica, 

donde se le amplia los derechos que ella conoce en salud, protección y justicia. En forma 

general, si hay una afectación física por las lesiones o si hay una afectación emocional, le 

insiste mucho que se pueda pedir al servicio de Salud con Urgencias, para que inicie un 

proceso. En protección y justicia se le explica qué implica cada una y cuál es el proceso 

por seguir. Entonces, la mujer recibe orientación psicológica, asesoría jurídica, y además 

la Línea cuenta con un vehículo. Se puede poner a disposición cuando una mujer necesita 

ir a la Fiscalía o a la Comisaría de Familia, pero no puede, porque no tiene pasaje. Este 

vehículo es una medida afirmativa que permite que esa mujer que necesita pueda ser 

recogida en su domicilio o en un punto seguro y llegar a esos servicios y regresar al 

domicilio. Además, desde la Línea Mujer hay casos donde la mujer ya acudió a urgencias, 

fue a la Comisaría de Familia, le dieron medida de protección, fue también a la fiscalía e 

inició un proceso legal, pero aún no es suficiente y esa mujer quiere ir de la ciudad. En el 

marco de pensar en proteger su vida, se gestiona con otra agencia para que se le dé tiquete 

a ella y a sus hijos para viajar. Eso se conoce como Plan Retorno y en esos casos, salir de la 

ciudad sea una protección para la vida de esas mujeres (Rodríguez, 2018). 

 

Hogares de Acogida 

Si la valoración del riesgo de la Línea Mujer se requiere que la mujer se salga de su hogar, 

la llevan a otro programa de la Secretaría, que se llama Hogares de Acogida. La ciudad de 

Medellín es pionera en este servicio. Es un programa que, con recursos de la Alcaldía de 

Medellín, se puede ofrecer a la mujer en una casa de familia. Este servicio dura hasta por 

seis semanas, y una mujer víctima de violencia puede ingresar en esta casa con sus hijos 

e hijas menores de dieciocho años para proteger su vida. Cuando una víctima no tiene 

para donde irse y su propio hogar es demasiado peligroso para quedar, es atendida y su 

caso es contextualizado. A esa mujer se recoja con sus aspectos básicos para trasladarse 

y se lleva a una casa de familia. Los Hogares de Acogida son casas de familia en cualquier 

lugar de la ciudad, no son hoteles o instituciones, sino una casa de familia. En la casa hay 
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una mujer acogiente, o sea, una mujer que está en la casa todo el tiempo y que hace una 

figura muy importante de acompañamiento. En esa casa, a la mujer víctima se le ofrece un 

cuarto donde tiene su espacio y ella llega a ser parte de la dinámica familiar. Allí, la mujer 

puede estar hasta por seis semanas. Se le ofrece techo y alimentación, pero se le ofrece, 

además, atención psicológica, jurídica y hay capacitaciones en talleres y en oficios que le 

posibilite empezar a explorar otras posibilidades de autonomía económica. El programa 

sólo es de seis semanas, entonces es un corto tiempo, pero es de forma intensa que se le 

ofrece un proceso para que ella pueda repensar dónde y cómo va a continuar su vida 

(Corcho, 2018; Rodríguez, 2018).  

 

Ciudades Seguras 

Además, la Secretaría de las Mujeres tiene un programa que es bastante nuevo. El 

programa se llama Ciudades Seguras. Es una estrategia de una mujer, que la Secretaría 

ingresó a su estrategia en el año 2015. Están haciendo como piloto en un territorio que se 

llama Manrique, la comuna 3. La Secretaría está trabajando en cambiar los imaginarios de 

que a la mujer se le estén diciendo piropos que no los están pidiendo y tampoco les gustan 

(Corcho, 2018).  

 

Entonces, la Secretaría de las Mujeres nació de la mano del movimiento de mujeres; todo 

lo que ha sido y como ha ido evolucionando la institucionalidad de género, se fortalecieron 

desde la sociedad civil. Además de la atención para mujeres víctimas de violencia y la 

ayuda legal y psicológica, la Secretaría de la Mujer se enfoca en la participación social y 

política de las mujeres que ayudan. Es el objetivo de la Secretaría de la Mujer empoderar 

a las mujeres para que participen en las juntas administrativas locales. Corcho (2018) dice 

que se les incentiva para que ellas participen, para que ellas sean protagonistas de su 

desarrollo local y que tengan poder de decisión y todo este asunto. Los tres programas 

mencionados de la Secretaría de las Mujeres son bien conocidos en Medellín. Aunque son 

programas del gobierno, las organizaciones de mujeres de la sociedad civil son entusiasta 

sobre los programas y casi todas las expertas entrevistadas para esta investigación los 

mencionaron durante las entrevistas.  

 
3.3. La cooperación entre la sociedad civil y el gobierno colombiano 
 
La Rama judicial forma parte del gobierno, pero Marin (2018) dice que contribuyen como 

sociedad civil. La lucha que han dado es a dejar programas instituidos para que el 

gobierno siga respondiendo y la Rama Judicial puede trabajar en otros frentes. Aunque 

trabaja con y por el gobierno, Marin (2018) es crítica sobre el trabajo del gobierno. Dice 

que no hacen suficiente para ocuparse del problema de la violencia intrafamiliar. “Lo 

poquito que hace el gobierno son logros que han obtenido las mujeres mediante sus 

luchas, mediante un trabajo de muchos años de hacer mucho cabildeo, marchas, estar 

pendientes en el consejo defendiendo presupuestos. Los gobiernos hacen muy poquito. 

Incluso, hay algunos que casi se ponen en contra; que quitan el presupuesto y cierran 

programas” (Marin, 2018).  
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Como Marin (2018) enfatiza, la sociedad civil tiene un papel muy importante. Sin las 

luchas, marchas y cabildeo de las mujeres, el gobierno no haría lo suficiente para abordar 

la violencia contra las mujeres.  Es importante que la sociedad civil en Colombia trabaja 

mucho en la interlocución con el gobierno, para que implemente leyes y políticas para 

combatir el problema de la violencia intrafamiliar. Aunque organizaciones feministas y 

los grupos de mujeres a menudo son críticas sobre el trabajo y esfuerzo del gobierno, 

también hay espacio para trabajar juntos y para establecer la interlocución entre los dos. 

 

La Ruta Pacifica es un movimiento civil y un buen ejemplo de una organización que tiene 

una interlocución muy buena con el gobierno colombiano. La Ruta tiene 21 años y se ha 

vuelto como una interlocutora directa con el estado. Echeverry (2018) dice que algunas 

mujeres conformaron algo que se llama La bancada de las mujeres; son mujeres de 

partidos políticos. No hacen parte de la Ruta, ni de ninguna organización de mujeres, sino 

que tienen una apuesta. Ellas conformaron una propuesta de ley 1257. La Ruta Pacifica 

adoptó eso porque, si bien es un ejercicio de esa bancada, también ha sido una 

reivindicación de los movimientos. Entonces, la ley indica que el estado tiene que tener 

una ruta de atención en caso de violencia intrafamiliar y en casos de violencia sexual. 

Echeverry (2018) dice que la ley está muy bien escrita, y que la Ruta se han encargado 

con el estado de darle cumplimiento a esa ley, que pasa por crear protocolos y por crear 

rutas de atención. Además, la Ruta Pacifica tiene una interlocución directa con la 

Secretaría de las Mujeres. Participan directamente de algunos asuntos de crear protocolos 

y de crear políticas, sobre todo en los territorios alejados. Echeverry (2018) dice que es 

un ejercicio que dialoga. La Ruta Pacifica es parte de la sociedad civil, pero dialoga 

directamente con los estados locales, regionales, nacionales e incluso en algunos casos 

internacionales, haciendo algunos casos de denuncias específicas. En general tiene una 

relación directa con esos estados. 

 

Para la Ruta ha sido un aprendizaje que es un deber del estado garantizar el acceso a la 

justicia y a la atención de las mujeres. También han entendido que es el estado quien tiene 

que crear políticas, programas y hacer acciones, y no necesariamente los movimientos. 

Echeverry (2018) cree que los movimientos pueden ayudar en enfoques y en 

metodologías, y ahí es donde se fundamenta el diálogo. Para ella es claro que es el estado 

quien debe garantizar la vida digna para las mujeres. En algunos momentos los gobiernos 

son difíciles, pero en términos generales la Ruta tiene algunas relaciones directas con las 

instancias. Es un compromiso de la Ruta no quedarse con la información sino poder 

transitar, como hacer un puente. La gente que trabaja por la Ruta conoce las realidades de 

donde el estado no está. Lo que hace la Ruta es tratar de acercar al estado, con sus 

programas, con sus acciones, que incluso están enmarcadas en una ley. Hay una relación 

real entre la Ruta Pacifica y el estado. El estado reconoce que la Ruta es un movimiento 

nacional y un movimiento potente, que habla desde las regiones. Es el papel de la Ruta, y 

la sociedad civil en general, controlar el estado en cumplir con las leyes y decir: “Mire, 

estado, usted tiene que actuar frente a eso” (Echeverry, 2018).   
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Lo mismo está vigente para la Cooperación Colectiva Justicia Mujer. Juliet Gomez es la 

coordinadora de la Cooperación y dice que su Cooperación es una organización de la 

sociedad civil, donde existe la posibilidad de hacer convenios para trabajar con el 

gobierno. Sin embargo, en este momento no están trabajando de manera directa. Están 

trabajando con el gobierno haciendo control político, haciendo incidencia política y han 

dedicado no recibir dinero del gobierno o aceptar contratos que se han ofrecido. Gomez 

(2018) explica es porque no quieren perder imparcialidad. Existe la posibilidad de hacer 

contratos y recibir dinero, pero no lo está haciendo la Cooperación. Sin embargo, sí 

reciben apoyo financiero de ONU Mujeres, porque están ejecutando un proyecto con ONU 

Mujeres, Abogados en fronteras Canadá. Entonces reciben dinero del gobierno canadiense. 

Gomez (2018) continua que próximamente, posiblemente, inicien un proyecto con el 

Gobierno Nacional, con la Jurisdicción especial de paz (JEP), para hacer representación de 

mujeres víctimas de violencia, en la justicia especial que se creó para implementar el 

acuerdo de paz, pero eso aún no es seguro. Entonces, la Cooperación Colectiva Justicia 

Mujer por lo pronto no recibe recursos directos.  

 

El Centro de Recursos Integrales para la Familia (CERFAMI) es otra organización no 

gubernamental que trabaja en los derechos humanos de mujeres. Es un grupo de mujeres 

que vienen del sector salud, donde vieron que a las mujeres en salud se les trataba muy 

mal en los hospitales, sobre todo cuando tenía que ver con el aborto. Rodríguez (2018) 

explica que, en la constitución en esa época, la mujer no era dueña de su cuerpo; el marido 

era el que daba la autorización. La mujer tenía que pedir permiso al marido para 

planificar. De ese grupo de mujeres se reunieron y fundaron esta organización que tiene 

el marco de derechos humanos y el enfoque de género, donde se trabaja contra la 

violencia, tanto en la atención como en la prevención (Rodríguez, 2018).  Por su cabildeo, 

CERFAMI ha establecido la implementación de la ley 294 relativa a la violencia 

intrafamiliar y ha hecho que los congresistas sean conscientes de los cambios que deben 

hacerse a las leyes que rigen los delitos de la violencia contra la mujer. Además, ha 

contribuido a la creación de los centros de atención para víctimas de violencia 

intrafamiliar (Chalarca, 1998). Entonces, esta organización hace evidente que el cabildeo 

para leyes mejores tiene efecto. 

 

            3.3.1. Avances y retrocesos   

 

En el primer capítulo se explicó que durante muchos años la violencia intrafamiliar fue 

considerada como un problema privado. Uno de los avances más importantes en la lucha 

contra la violencia intrafamiliar es que hoy en día se considera este tipo de violencia como 

un problema público. Las expertas entrevistadas para esta tesis además lo llaman un 

problema de la salud pública y en varias investigaciones se lo llaman un problema de los 

derechos humanos (UN, 2006; Marcus, 1994; Gomez, 2018; Rodríguez, 2018). Según las 

organizaciones feministas entrevistadas para esta tesis, una de las estrategias más 

eficaces para combatir el problema de la violencia intrafamiliar es la sensibilización. 

Muchas mujeres no saben o entienden sus derechos y por eso se mantiene la desigualdad 
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entre hombres y mujeres (Lopera, 2018). La desigualdad de género es uno de los 

elementos más importantes de las teorías descritos en el primer capítulo. En ese capítulo 

se explicó la violencia intrafamiliar por medio de diferentes teorías. Además de la 

desigualdad de género, se mencionó la desigualdad socioeconómica y la sociedad 

individual con poco control social como elementos importantes y aplicables a la sociedad 

colombiana. En muchas de entrevistas con expertas de la violencia intrafamiliar y de 

derechos humanos, las expertas mencionaron la cultura machista de Colombia como uno 

de los factores más grandes de la violencia contra las mujeres (Lopera 2018; Rodríguez, 

2018; Corcho, 2018; Gomez, 2018). Según la Perspectiva Patriarcal tratado en el primer 

capítulo, se espera que se presente más violencia intrafamiliar en sociedades donde los 

hombres tienen más poder que mujeres. Además del cambio desde la esfera privada a la 

pública, otro avance de las organizaciones civiles colombianas es el reconocimiento de 

una cultura machista y la desigualdad de género relacionada a eso. Por este 

reconocimiento se puede enfocar en la lucha por más igualdad entre hombres y mujeres. 

La Perspectiva Patriarcal explica que se presenta más violencia intrafamiliar en 

sociedades machistas. Entonces, esta teoría confirma lo que explicaron las expertas 

entrevistadas. Las organizaciones civiles reconocen que hay una cultura machista fuerte 

en Colombia y eso hace que haya una brecha entre los hombres y las mujeres. Echeverry 

(2018) explica que si las mujeres saben cuáles son sus derechos, puedan defender estos 

derechos y disminuir la brecha de género. Por eso el enfoque de la sociedad civil está en 

la sensibilización. 

En el primer capítulo también se explicó la Teoría de los Recursos. Según esta teoría, la 

violencia intrafamiliar depende de los recursos que trae una persona en la relación, y que 

eso funciona como la base para el poder. Menos recursos, de cualquier tipo, significa 

menos poder. En los casos de menos acceso a estos recursos, según la teoría, los hombres 

usan violencia para mantener el equilibrio de poder. Montero (2018) explica que, en 

Medellín, se presenta más violencia intrafamiliar en las comunas pobres de la ciudad en 

comparación con las comunas más ricas. De eso se puede concluir que, según la Teoría de 

los Recursos, los hombres en estas comunas tienen menos acceso a recursos como 

ingresos, redes comerciales y contactos políticos, y por eso usan violencia para mantener 

su poder dentro de la familia. Eso corresponde con lo que dice Goode (1971): los hombres 

de clase baja tienen menos acceso a recursos externos en comparación a los hombres de 

clases altas y por eso usan más violencia. Sin embargo, un retroceso de la sociedad civil 

en eso es que, en las entrevistas hecho para esta tesis, no se mencionaron específicamente 

que hay más atención para mujeres en las comunas pobres de Medellín, aunque 

precisamente en esos lugares se pide dicha atención más. 

 

Otro avance importante de la sociedad civil en Colombia es el objetivo y trabajo de 

controlar el estado en la ejecución de las leyes. La última teoría tratado en el primer 

capítulo es la Teoría de Control Social. Esta teoría explica que las personas abusan a otras 

porque tienen la oportunidad. Si no hay control social, se crea espacio para maltratar a 

alguien sin consecuencias. Eso tiene que ver con el estado débil y la alta impunidad acerca 
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de la violencia intrafamiliar en Colombia. Las organizaciones feministas en Colombia 

reconocen que el estado falta en el enfoque adecuado en la atención para las víctimas y la 

persecución de los agresores de la violencia intrafamiliar. Dichas organizaciones, 

entonces, controlan el estado en la implementación y la ejecución de las leyes y políticas 

que tratan de la violencia contra la mujer. También aconsejan el estado en la creación de 

nuevas leyes (Aranguren, 2006). 

 

Entonces, los avances de la sociedad civil en Colombia son que entiende y conoce las 

causas de la violencia intrafamiliar en Colombia, pero un retroceso es que no hay 

prioridad en ocuparse de las causas para prevenir la violencia. Como mencionado antes, 

se da prioridad en la sensibilización y educación sobre violencia intrafamiliar y derechos 

humanos para mujeres y menos en la prevención. También es importante según Corcho 

(2018) porque mientras las mujeres no sepan que no es normal ser maltratada y no 

conozcan sus derechos o saben qué pueden hacer, nunca van a denunciarlo o defender 

sus derechos. Echeverry (2018) explica que mientras las mujeres tengan más información 

acerca de sus derechos, se genera más conocimiento y entonces más denuncias.  Sin 

embargo, Patricia Uribe, coordinadora de la Cooperación Mujeres que Crean, dice que 

prevenir es menos costoso que atender, entonces hay que generar más programas de 

prevención para que la violencia intrafamiliar no ocurra. Remediar la violencia es difícil; 

se hacen cosas, se logran, pero que cambie una mujer que ha sido violentada de diferentes 

maneras, es mucho más difícil, dice Uribe (comunicación personal, 4 de julio, 2018).  

 

La razón que la sociedad civil se enfoque en la sensibilización y la educación también tiene 

que ver con el hecho de que no tienen los recursos para sancionar a los autores de 

violencia. Ni siquiera las Comisarías de Familia lo pueden hacer. Sólo la rama judicial del 

gobierno tiene la autorización de sancionar a personas (Marin, 2018). Muchas 

organizaciones tienen abogados que pueden ayudar mujeres víctimas de violencia en el 

proceso legal, pero la responsabilidad de perseguir a agresores está con el gobierno 

(Gomez, 2018). Además, falta personal en tanto las organizaciones civiles, como el 

gobierno. Incluso si las organizaciones feministas y el estado quieren crear más 

programas de prevención, para ocuparse del problema de la violencia intrafamiliar a la 

base, falta personal bien formado para hacerlo (Montero, 2018). Como explicó Echeverry 

(2018), más conocimiento genera más denuncias, pero también se necesita más personal 

para atender a todas las mujeres. Entonces, el enfoque de la violencia intrafamiliar puede 

ser mejor cuando hay más personal. De esta manera todos los diferentes departamentos 

y organizaciones pueden centrarse en diferentes temas con su conocimiento de causa. Sin 

embargo, por ahora no tienen el tiempo y los recursos para hacerlo.  
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Conclusión  

Para esta investigación se buscó una respuesta a la pregunta: ¿Qué hacen la sociedad civil 

y las autoridades para ocuparse de la violencia intrafamiliar en Colombia y la alta 

impunidad relacionada con este problema? Para responder a esta pregunta, se hizo un 

trabajo de campo en Medellín, Colombia, completado con un análisis de la literatura 

académica.  

La violencia intrafamiliar es un concepto muy amplio y muy flexible entre los 

investigadores. La violencia intrafamiliar es una forma de la violencia de género, que en 

la presente tesis se refiere a la violencia contra la mujer. Además, la violencia intrafamiliar 

no se refiere al lugar donde ocurre la violencia, sino a la relación personal entre la víctima 

y el agresor. Está clara que la violencia intrafamiliar merece mucha atención porque tiene 

consecuencias graves. Además de daño físico, erosiona la autoestima de la víctima, tiene 

efectos traumáticos a las víctimas y los testigos y conserva la desigualdad entre hombres 

y mujeres.  

 

Algunas teorías pueden explicar la violencia intrafamiliar. Hay la teoría de los recursos, 

que dice que el nivel de violencia en una relación depende de los recursos que trae cada 

persona a la relación. Entonces, según esta teoría, menos acceso a recursos significa más 

violencia intrafamiliar. En el caso de estudio de Colombia resulta que ocurre más violencia 

intrafamiliar en los barrios pobres, donde las personas tienen menos acceso a los 

recursos. Entonces corresponde con la teoría. Además, Colombia conoce un estado débil 

que no responde a la violencia intrafamiliar en una manera adecuada. Por eso, un 

problema grave relacionada a la violencia intrafamiliar en Colombia es la impunidad. Eso 

significa libertad de castigo por algo que se ha hecho lo que es incorrecto o ilegal. Porque 

por muchos años la violencia intrafamiliar fue considerada como un problema privado, el 

gobierno no se metió con eso y los agresores nunca fueron castigados. Esta situación se 

puede relacionar a la teoría del control social. Esta teoría dice que, si los costos son bajos, 

un autor utiliza violencia. En este caso, los costos bajos son el no castigo de los actos 

violentos. El estado no castiga a los autores, entonces pueden hacer lo que quieren; no hay 

control social. También la doctrine of couverture juega un papel en la impunidad. Según 

esa doctrina se fusiona la identidad legal de una mujer casada con la de su esposo. Por no 

tener una identidad propia y porque las mujeres se consideraron como objeto de su 

marido, el hombre pudo hacer todo lo que quería con su esposa y no fue castigado, porque 

la mujer fue considerada la propiedad del hombre. Esta desigualdad entre hombres y 

mujeres está muy clara en Colombia. Colombia tiene una cultura machista en que los 

hombres tienen el poder. Según la perspectiva patriarcal los hombres tienen 

generalmente más acceso a recursos de poder y las mujeres son más dependientes del 

entorno social directo. Eso conduce a la dependencia emocional. Según esta perspectiva 

se presente más violencia intrafamiliar en las sociedades machistas. Entonces, esta 

perspectiva también corresponde con la situación en Colombia. 

 



 40 

Por el descontento de la situación acerca de la violencia intrafamiliar y la desigualdad, 

muchas mujeres empezaron a formar grupos feministas para luchar por sus derechos. 

Estos grupos forman parte de una sociedad civil más grande en toda América Latina. La 

sociedad civil consiste de diversas organizaciones voluntarias, orientados hacia intereses 

específicos y es independiente del estado, pero sí interactúa con el estado. En esta 

investigación resulta clara que el gobierno y la sociedad civil necesitan trabajar juntos 

para ocuparse de la violencia intrafamiliar en una manera adecuada. Como se ha explicado 

en el primer capítulo, se considera la sociedad civil como el espacio político entre el 

individuo y el gobierno que representa a diversos componentes dentro de una población. 

Una buena relación entre la sociedad civil y el gobierno es importante porque la sociedad 

civil trabaja desde los lugares en que el gobierno no está. Conoce la gente y las realidades 

de estos lugares y por eso puede aconsejar el gobierno sobre cosas de que el gobierno 

sabe menos o incluso nada. La sociedad civil proporciona conocimientos técnicos a las 

autoridades y proporciona un espacio para establecer la interacción social. Al revés, el 

gobierno es importante para la sociedad civil también, porque es sólo el gobierno que 

puede implementar leyes y políticas.  

 

En un reporte de la Organización Mundial de la Salud se dice que la sociedad civil y el 

gobierno en muchos países del mundo han desarrollado un número de prácticas para 

responder a la violencia intrafamiliar. En el caso de estudio que se hizo para esta tesis, 

resalta que eso también vale para Colombia. En las entrevistas hecho para esta 

investigación, las expertas del tema mencionaron que la sociedad civil colombiana trabaja 

en cabildear por leyes claras sobre la violencia intrafamiliar, pero también sobre el castigo 

de los autores de violencia. Además, trabaja en la formación de personal efectivo, como 

en áreas de legislación, prevención y atención.  

 

De lo anteriormente expuesto en la presente tesis, es evidente que la sociedad civil 

colombiana ha trabajado mucho en el tema de la violencia intrafamiliar. Ha avanzado 

mucho en su lucha contra la violencia hacia las mujeres y todavía está haciendo progreso 

en la igualdad entre hombres y mujeres. Desde los años 70 surgieron muchas 

organizaciones feministas que lucharon por sus derechos y la igualdad. Cuando 

empezaron estudiar el tema de la violencia contra las mujeres, nacieron nuevas 

organizaciones, o las organizaciones ya existentes adoptaron el tema de la violencia en 

sus trabajos. Por su cabildeo y marchas, el gobierno colombiano ha implementado buenas 

leyes para ocuparse del problema de la violencia intrafamiliar. Esa sociedad civil fuerte 

además controla si el gobierno está ejecutando estas leyes. Aunque el gobierno es 

responsable para garantizar una vida digna para las mujeres, estos buenos protocolos y 

leyes para ocuparse de la violencia intrafamiliar y para combatir la impunidad acerca este 

problema, nunca hubieron llevado a cabo sin el trabajo de la sociedad civil. Además, es 

importante que la sociedad civil vigila al estado si cumple en la ejecución de las leyes.  
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Entonces, es evidente que hay una relación clara entre el gobierno y la sociedad civil. Un 

buen ejemplo que el gobierno y las organizaciones feministas son unidos entre sí es la 

Secretaría de las Mujeres. Esta Secretaría se originó de un grupo feminista, pero 

actualmente es parte del gobierno y tiene varios programas para ayudar a víctimas de 

violencia, como los Hogares de Acogida y la Línea 123 Mujer. Trabajan tanto en la 

prevención como en la atención y sus programas son buenas y claras. Sin embargo, la 

sociedad civil está crítica sobre lo que hace el gobierno y cuestiona si hace lo suficiente. 

Incluso las Comisarías de la Familia y la Secretaría de las Mujeres reconocen que no hay 

suficiente personal y hay tantos casos por lo cual no pueden ocuparse de este problema 

en una manera adecuada. En términos de impunidad también hay buenas leyes y 

protocolos implementados por el gobierno, pero el problema es que no los cumplen. Por 

esta razón, las mujeres no se sienten tomadas en serio y hace que no denuncien la 

violencia. El papel de la sociedad en eso es crear conciencia sobre la violencia intrafamiliar 

en general y la importancia de denunciar y asistir las mujeres en el proceso jurídico. 

Además, la sociedad civil se ocupa de la atención de las mujeres, como el apoyo 

psicológico, para superar lo que experimentaron.  

 

Entonces, el trabajo de la sociedad civil en el tema de la violencia intrafamiliar en 

Colombia es muy importante, pero igual es el trabajo del gobierno. Se puede concluir que 

la interacción y la interdependencia entre el gobierno y la sociedad civil es crucial. Por un 

lado, la sociedad civil es importante para el gobierno para aconsejar, cabildear y vigilar lo 

que hace el gobierno, pero, por otro lado, el gobierno es importante para la sociedad civil 

para escuchar lo que quiere, y implementar y ejecutar las leyes por las que lucha la 

sociedad civil. Aunque la sociedad civil a veces está crítica al gobierno, encontraron una 

manera para trabajar juntos.  La sociedad civil ha logrado que se la escuche, y ha logrado 

llevar algunos casos a buen termino. No obstante, el trabajo sigue siendo un reto. 
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